n.? 34 - TOMO 23 13 DE FEBRERO DE 2014 


REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 


DIARIO DE SESIONES 
-— DE LA 
COMISIÓN PERMANENTE 


CUARTO PERÍODO DE LA XLVII LEGISLATURA 


8.2? SESIÓN 


PRESIDE 


EL SEÑOR SENADOR ERNESTO AGAZZI 
Presidente 


ACTÚAN EN SECRETARÍA LOS TITULARES GUSTAVO SÁNCHEZ PIÑEIRO, 
JOSE PEDRO MONTERO Y VIRGINIA ORTIZ 


Concurren en régimen de Comisión General el señor Ministro de Economía y Finanzas, economista 
Mario Bergara, el Subsecretario economista Jorge Polgar y los asesores doctor Ricardo Pérez Blanco 


y contador Fernando Serra 


SUMARIO 
Páginas Páginas 
1) Texto de la citación.........oocoocconcnnnnnnonnno. 966 3) AsuntosentradoS.....omccoocccocnnnononcnenacanones 967 


2) AsistelMCia....ccoocccocnonnconcnoncnnnonanonanonanonnnss 967 4) Turismo en el Uruguay....ooccooncnonnnnnnnnonos: 967 


966-C.P 


—Manifestaciones del señor Legislador 
Yanes. 


5) Rebaja en los precios de los combusti- 
bles y de la energía eléctrica................. 968 


—Manifestaciones del señor Legislador 
Abdala. 


6) Consideraciones con respecto a la visi- 
ta del Presidente de la República, don 
José Mujica, a la República de Cuba.... 969 


—Manifestaciones del señor Legislador 
Lacalle Herrera. 


7) Preocupación por la violencia desa- 
tada en la República Bolivariana de 
Venezuela invicto 970 


—Manifestaciones del señor Legislador 
Pasquet. 


8) Necesidad de que sesione la Comisión 
especial de Deporte de la Cámara de 
Representantes ante la crisis en el 
fútbol UrUguayo....occoocccocnoncnnncnnnonanonanones 972 


—Manifestaciones del señor Legislador 
Semproni. 


1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
“Montevideo, 11 de febrero de 2014. 


La COMISIÓN PERMANENTE se reunirá el 
próximo jueves 13 de febrero, a la hora 10:00, a fin 
de informarse de los asuntos entrados y considerar el 


siguiente 
ORDEN DEL DÍA 


1.2%) Recibir al señor Ministro de Economía y 
Finanzas Mario Bergara, en régimen de Comisión 
General, a los efectos de que informe: a) sobre las 
características y fundamento jurídico de la decisión 
del Poder Ejecutivo por la cual se clausuraron los 
procedimientos fiscales relativos al señor Francisco 
Casal, b) sobre la conveniencia y oportunidad de 
construir la nueva torre del Banco de la República 
Oriental del Uruguay. 

Carp. n.* 92/2014 


Se adjunta copia del texto de la solicitud. 


COMISIÓN PERMANENTE 


13 de febrero de 2014 


9) Comparecencia del señor Ministro de 
Economía y Finanzas, economista 
Mario Bergara, a efectos de que 
informe sobre las características y 
fundamento jurídico de la decisión 
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construir la nueva torre del Banco de 
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—Manifestaciones del señor Ministro y 
varios Legisladores. 


10) Informe de la Comisión Especial para 
el Estudio de las Venias de Destitu- 
ción de la Comisión Permanente re- 
lacionado con la solicitud de venia 
del Poder Ejecutivo para destituir de 
su cargo a un funcionario del Minis- 
terio de Industria, Energía y Mine- 
ría, a un funcionario del Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca y 
a un funcionario del Ministerio de 


Transporte y Obras Públicas............... 996 
—Concedidas. 
11) Levantamiento de la sesión................... 997 


2.) Informes de la Comisión Especial para el 
Estudio de las Venias de Destitución, relacionados 
con los Mensajes remitidos por el Poder Ejecutivo 
por los que solicita la venia correspondiente para 
destituir de su cargo: 


- a un funcionario del Ministerio de Industria, 
Energía y Minería, Dirección Nacional de Minería 
y Geología. (Plazo constitucional vence el 7 de abril 
de 2014). 

Carp. n.* 96/2014 - Rep. n.* 39/2014 


- a un funcionario del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. (Plazo constitucional vence el 8 
de abril de 2014). 

Carp. n.* 97/2014 - Rep. n.* 38/2014 


- a un funcionario del Ministerio de Transpor- 
te y Obras Públicas, Dirección Nacional de Arqui- 
tectura. (Plazo constitucional vence el 24 de abril 
de 2014). 

Carp. n.* 101/2014 - Rep. n.* 40/2014 


Gustavo Sánchez Piñeiro 
Secretario”. 


José Pedro Montero 
Secretario 
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2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Carlos 
Baráibar, Luis Alberto Lacalle Herrera y Ope 
Pasquet, y los señores Representantes Pablo 
Abdala, Alberto Casas, Orquídea Minetti, 
Iván Posada, Víctor Semproni, Daisy Tourné y 
Horacio Yanes. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 10 y 3). 
—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


“El Ministerio de Educación y Cultura remite res- 
puestas de la Administración Nacional de Educación 
Pública a los siguientes pedidos de informes: 


e solicitado por el señor Legislador Ope Pasquet, 
relacionado con la situación de la Educación Media 
Superior. 


e solicitado por el señor Legislador Jorge Saravia, 
relacionado con la situación de tres inmuebles pro- 
piedad del Consejo de Educación Primaria. 

OPORTUNAMENTE FUERON ENTREGADAS A 
LOS SEÑORES LEGISLADORES OPE PASQUET Y 
JORGE SARAVIA. 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente, remite las siguientes notas: 


e relacionada con una exposición escrita presen- 
tada por el señor Legislador Mario Silvera, con desti- 
no a la Administración de las Obras Sanitarias del Es- 
tado, referida a la falta de saneamiento en la ciudad 
de Cerro Chato, Departamento de Treinta y Tres. 


e relacionada con una exposición escrita presen- 
tada por el señor Legislador Ricardo Planchón, con 
destino a la Administración de las Obras Sanitarias 
del Estado, referida a la situación que atraviesan tres 
escuelas rurales ubicadas en el departamento de Co- 
lonia, en relación al suministro de agua potable. 

—TÉNGANSE PRESENTES. 


Asimismo, remite respuesta a un pedido de infor- 
mes solicitado por los señores Legisladores José An- 
drés Arocena, Gerardo Amarilla y Mario Silvera, rela- 
cionado con el Plan Juntos. 

-OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA A LOS SEÑO- 
RES LEGISLADORES AMARILLA, AROCENA Y SILVERA. 
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Además, remite respuesta de la Agencia Nacional 
de Vivienda, a un pedido de informes solicitado por el 
señor Legislador Richard Sander, referente al deta- 
lle de viviendas construidas a partir de la aplicación 
del Reglamento para la Construcción de Viviendas de 
Nueva Planta o Reciclaje de Producción Cooperativa, 
aprobado por el Ministerio de Vivienda, Ordenamien- 
to Territorial y Medio Ambiente. 

OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR LEGISLADOR SANDER. 


La Suprema Corte de Justicia, de conformidad 
con lo dispuesto en el numeral 4 del artículo 239 de 
la Constitución de la República, remite un mensaje 
por el que solicita la venia correspondiente para de- 
signar en el cargo de Ministro del Tribunal de Apela- 
ciones, al doctor Luis Dante Charles Vinciguerra. 

-A LA COMISIÓN ESPECIAL PARA EL ESTUDIO 
DE LAS VENIAS DE DESIGNACIÓN. 


La Comisión Especial para el Estudio de las Ve- 
nias de Destitución eleva informadas las solicitudes 
de venia remitidas por el Poder Ejecutivo, a fin de 
destituir de su cargo: 


e aun funcionario del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. 


e aun funcionario del Ministerio de Industria, 
Energía y Minería. 


e aun funcionario del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas. 

-HAN SIDO REPARTIDOS Y ESTÁN INCLUIDOS 
EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY”. 


4) TURISMO EN EL URUGUAY 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se entra a la Media Hora 
Previa. 


Tiene la palabra el señor Legislador Yanes. 


SEÑOR YANES.- Señor Presidente: hoy nos ocu- 
pa un tema que está en la opinión pública, como es la 
situación del turismo en Uruguay. 


En el día lunes estuvimos participando como 
hacemos habitualmente- de una reunión en el ho- 
tel Mantra, en Punta del Este, de las que la Cámara 
Uruguaya de Turismo hace más o menos cada dos 
meses, y en esta ocasión estuvo muy concurrida. Allí 
se analizó la situación del turismo en Uruguay, lo que 
obviamente dio para hablar, porque ese sector está 
pasando por una situación de dificultad, pero hoy 
queremos contextualizar y transmitir algunos datos 
para el que quiera oír, y el que quiera seguir generan- 
do una alarma pública, que lo haga. 
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Las cifras oficiales del Ministerio de Turismo y De- 
porte -que surgen de Migración y del Banco Central- 
con respecto al turismo receptivo marcan que en 2013 
vinieron 2:815.322 personas, frente a 2:845.989 que 
lo hicieron en 2012. O sea que hubo una caída de los 
turistas visitantes de un 1 % en casi 3:000.000, que 
es la población que tiene Uruguay. Hay que saber que 
muy pocos países en el mundo pueden lograr el obje- 
tivo de tener la misma cantidad de visitantes que de 
integrantes de su población. Obviamente que queda 
muy claro que para una economía tiene consecuen- 
cias positivas duplicar la población en este sentido. O 
sea que en un año el ingreso de turistas cayó un 1 %, 
pero con cifras récord e importantísimas. 


En cuanto a los ingresos por divisas, podemos de- 
cir que en 2013 descendió el gasto per cápita de los 
turistas en un 7,8 %. El gasto total en 2013 fue de 
US$ 1.870:000.000, frente a US$ 2.030:000.000 del 
año anterior. Señor Presidente, observe estas cifras: 
US$ 1.870:000.000; y eso que cayó el gasto per cápi- 
ta. ¡Es una cifra fantástica e impresionante! Sin em- 
bargo, hay quienes dicen que hay una situación de 
crisis instalada en el turismo en Uruguay. 


Otra de las cosas que nos gustaría que se supieran 
es que frente a las medidas argentinas, frente a la 
competencia de otros destinos turísticos, nuestro país 
cuando digo esto me refiero al Gobierno y a la Cáma- 
ra Uruguaya de Turismo, los operadores privados ahí 
reunidos- tomó las siguientes medidas: devolución 
del IVA en servicios turísticos -que además se exten- 
dió a los uruguayos, porque antes era solo para los tu- 
ristas; ahora, para fomentar el turismo interno, se de- 
vuelve el IVA en los servicios turísticos en la parte de 
gastronomía—; régimen de tax free -se ampliaron los 
pasos de frontera incluyendo productos importados-; 
IVA cero en hoteles —beneficio válido para extranje- 
ros presentando el documento y para nacionales en 
baja temporada, para fomentar el turismo interno, el 
turismo social y que los hoteles queden abiertos todo 
el año—; devolución del 10,5 % en arrendamientos de 
inmuebles; en los peajes se puede pagar con pesos 
uruguayos, argentinos, reales, dólares, cuya instru- 
mentación fue toda una complicación, pero se hizo; 
descuento del 24 % en nafta en las fronteras con Ar- 
gentina y Brasil. 


En cuanto al turismo interno, cabe señalar que 
más de 800.000 uruguayos realizaron por lo menos un 
viaje en el año 2012, y el gasto de turismo interno en 
ese año estuvo por encima de los US$ 827:000.000, 
31 % más que el año anterior. Quiere decir que los 
uruguayos recorriendo nuestro país y la nueva in- 
fraestructura turística gastaron US$ 800:000.000 en 
nuestro país y no se fueron por ahí a hacerlo. 


Por último, para quienes creen que hay una 
crisis instalada, cabe hacer referencia a la inversión 
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en proyectos del sector turístico. En el año 2012 
hubo 83 proyectos aprobados, una inversión de 
US$ 406:000.000; y en 2013, 42 proyectos aprobados 
y una inversión de US$ 125:000.000: cadenas 
internacionales de hotelería que se vienen a instalar, 
nuevas compañías de aviación que se instalan en el 
país y nuevos destinos. 


En base a estos datos, queremos plantear en este 
ámbito que se nos ayude a un marketing positivo, ya 
que nuestro turismo no está muerto. Nuestro turismo 
no es solo el de Punta del Este, sino el de todo el te- 
rritorio del país, y no solo vienen argentinos, sino que 
también hay brasileños, chinos, chilenos, alemanes, 
que están visitando nuestro país. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea remitida al Ministerio de Turismo y Deporte, 
y a la Cámara Uruguaya de Turismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado. 


(Se vota:) 


-8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


5) REBAJA EN LOS PRECIOS DE LOS COM- 
BUSTIBLES Y DE LA ENERGÍA ELÉCTRICA 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Legislador Abdala. 


SEÑOR ABDALA.- Señor Presidente: queremos 
trasladar un reclamo al Poder Ejecutivo, en su condi- 
ción de titular de la política energética, y a los entes 
energéticos especializados "UTE y Ancap- sobre la 
necesidad, porque entendemos que sería posible pro- 
ceder en ese sentido, de decretar un alivio tarifario, 
una rebaja en el precio que los uruguayos pagamos 
tanto por el combustible como la energía eléctrica 
que consumimos. 


Entendemos que es posible, necesario y conve- 
niente y, por lo tanto, procedente, no solo proponerlo, 
sino analizarlo y obrar en consecuencia, en función 
de que la ecuación de costos, en un caso como en el 
otro, ha tenido modificaciones importantes por deter- 
minadas circunstancias, lo cual habilita esta posibi- 
lidad. 


En el caso de Ancap, que todos sabemos define 
sus costos y regula la paramétrica que determina el 
precio interno en función del precio internacional, 
el precio del petróleo es la variable principal. En los 
últimos meses el precio del barril del petróleo en 
el mercado internacional descendió. La referencia 
de Ancap después del último ajuste, que se produ- 


13 de febrero de 2014 


jo, como todos recordamos, a principios de enero, es 
de US$ 110 por barril pero, precisamente, en enero 
el promedio del precio del petróleo fue de US$ 107, 
completándose cuatro meses ininterrumpidos de dis- 
minución del precio promedio del petróleo en el mer- 
cado internacional. 


Ya en setiembre el ajuste que Ancap decretó fue 
motivo de polémicas, porque no se había producido 
una disparada del precio del petróleo que justificase 
trasladar esos mayores costos a los precios. 


En enero reclamamos que el ajuste del Imesi no 
se trasladara a los precios porque las finanzas y la 
situación económica de la empresa habilitaba que ese 
ajuste tributario fuera absorbido por las cuentas pú- 
blicas, y en la actualidad, reitero, se da esta circuns- 
tancia en la que el precio del petróleo ha descendido 
lo suficiente como para avanzar en el camino de un 
alivio de los precios de los derivados del petróleo, de 
la nafta, del gasoil y demás productos que componen 
la canasta de Ancap. 


En el caso de UTE es notorio que el país ha su- 
frido circunstancias climáticas complejas, inundacio- 
nes que están generando daños y perjuicios de toda 
índole, en particular a quienes sufren directamente 
el embate de estos fenómenos climáticos pero, su 
contracara, en el caso de la generación de energía 
eléctrica, tiene que ver con un aumento de la hidrau- 
licidad, con que las reservas de agua en todas nues- 
tras represas aumentaron, a punto tal que el propio 
ente reconoce tener reservas suficientes como para 
generar energía eléctrica hasta julio y un ahorro en 
este último mes de más de US$ 50:000.000. 


Asimismo, por primera vez en muchísimos años el 
país se ha autoabastecido con generación eléctrica y 
no fue necesaria importarla de mercados regionales, 
ya sea de Argentina o Brasil e, inclusive, la estamos 
exportando a Argentina. La circunstancia de no tener 
que generar en base a energía térmica y, por lo tanto, 
abastecernos casi en exclusividad, en un 85 % de la 
generación, a través de la energía que generan nues- 
tros ríos con las represas correspondientes, sin duda, 
determina una situación presupuestal, financiera y 
económica por demás saludable para el país y el Esta- 
do, en particular, para las empresas energéticas. 


Por todo ello, entendemos que es conveniente pro- 
ceder en esta dirección, porque por esta vía, sin duda, 
estaríamos ayudando al país en general, en particular 
a los sectores productivos y, por cierto, a las familias 
uruguayas en la perspectiva de su presupuesto. El 
sector granjero ha sufrido, de manera muy especial, 
en las últimas semanas los perjuicios y daños prove- 
nientes de la situación climática, de las inundaciones 
a que ya nos referimos. A su vez, el sector industrial 
atraviesa una realidad de notoria pérdida de compe- 
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titividad; ayer se conoció un informe del Centro de 
Investigaciones Económicas que ya no solo habla de 
pérdida de competitividad sino que, inclusive, desde 
el punto de vista técnico, hace referencia al virtual 
estancamiento en el que estaría ingresando este sec- 
tor productivo de la vida nacional. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 


—De más está mencionar el impacto que esto tiene 
en la inflación, tema que preocupa al Gobierno y que, 
además, ha exhibido índices inquietantes, tanto en 
enero como en febrero. 


Por todo lo expuesto, entendemos que esta rebaja 
es plausible, razonable y sensata, y el Gobierno debe 
analizarla, y en la medida que proceda en esa direc- 
ción contará con nuestro apoyo, y por eso estamos 
formalizando este reclamo en la mañana de hoy. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada al Ministerio de Industria, Energía y 
Minería y a los Directorios de UTE y Ancap. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado. 


(Se vota:) 


-8 en 9. Afirmativa. 


6) CONSIDERACIONES CON RESPECTO 
A LA VISITA DEL PRESIDENTE DE LA 
REPÚBLICA, DON JOSÉ MUJICA, A LA 
REPÚBLICA DE CUBA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Legislador Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señor Presiden- 
te: recordarán los señores Senadores —porque fue un 
tema planteado en el Senado- que en vísperas del 
viaje del señor Presidente de la República a La Ha- 
bana para asistir a la reunión de Celac, el Senador 
Pasquet hizo un planteamiento vinculado con la in- 
compatibilidad del régimen cubano, de la dictadura 
cubana —la más larga de la historia— con los principios 
democráticos de la Carta Constitutiva de Celac. 


Yo tuve el gusto “como me ocurre tantas veces- de 
coincidir con el señor Senador y opinar en sentido 
similar, y sabiendo que, por supuesto, no negaríamos 
la autorización —además, tenía la mayoría para lograr- 
la- propusimos que el Presidente Mujica, una vez que 
estuviera en La Habana, se hiciera un tiempo para 
recibir a los disidentes, a los heroicos luchadores con- 
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tra la dictadura cubana, de quienes todos estos días 
estamos recibiendo noticias de sus apaleamientos, 
detenciones y todo lo que es pan de cada día para los 
opositores políticos de la dictadura castrista. Propusi- 
mos que se hiciera un tiempo; inclusive, ejemplifica- 
mos y dijimos que las embajadas, en tiempos difíciles, 
a veces cumplen una tarea de alivio, dan un respiro 
a quienes luchan, y lo decíamos por experiencia pro- 
pia, porque no todos los de nuestra edad lucharon 
contra la dictadura. Vamos a entendernos: ahora for- 
man una legión quienes lucharon contra la dictadura. 
Éramos unos poquitos de distintos partidos, y cuando 
había una posibilidad de que nos recibieran en una 
embajada o encontrar un eco para plantear las perse- 
cuciones de que éramos objeto, era algo tan positivo 
que solo lo pueden transmitir quienes vivieron cir- 
cunstancias similares. 


El Presidente de la República Oriental del Uru- 
guay no tuvo tiempo para recibir a los disidentes; no 
tuvo tiempo para oír, para darles un poco de cobijo 
para, simplemente, escuchar las desgracias que vive 
esta gente perseguida por el régimen castrista y co- 
munista de La Habana. Me parece que se ha perdido 
una oportunidad de que el Uruguay, que siempre ha 
sido receptivo a los perseguidos de todo el mundo, 
hiciera a través de su Presidente lo que sí tuvieron 
tiempo de hacer la señora Presidenta de Costa Rica 
y el Secretario General de Naciones Unidas. Nues- 
tro Presidente, Premio Nobel de la Paz propuesto, 
no tuvo tiempo de recibir perseguidos y torturados 
políticos, gente que realmente da testimonio de la lu- 
cha por la libertad con su propia vida y con la de su 
familia. Es una lástima porque era la oportunidad de 
mostrar que se escucha todo... 


(Interrupción del señor Legislador Semproni). 


—Ahora no puedo dar una interrupción. Sugiero 
que cuando termine la Media Hora Previa, el señor 
Legislador haga todas las formulaciones que quiera y 
yo se las contestaré. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa solicita a los se- 
ñores Legisladores que mantengan el orden. 


Con el apoyo de los integrantes del Cuerpo, puede 
continuar el señor Legislador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señor Presidente: 
con el descuento que me merezco por la interrupción 
indebida del señor Legislador, quiero señalar que me 
parece una pena, primero, que no se haya votado la 
parte de la autorización donde se sugería que el señor 
Presidente recibiera a los que penan por su libertad 
en Cuba. Supongo que algún amigo tendrá en el Se- 
nado que le contó que habíamos propuesto eso —el 
señor Presidente en ejercicio es un amigo del Presi- 
dente de la República—, pero no se votó. Pienso que 
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se podría haber hecho, ya que no disminuía nada el 
apoyo que el señor Mujica y sus compañeros dan a 
Fidel Castro y al régimen cubano; nadie pedía que se 
desdijeran, simplemente que tuvieran en cuenta que 
había gente del otro lado que la estaba pasando muy 
mal y que la Embajada del Uruguay tiene que ser en 
todo el mundo un lugar donde se encuentre un respi- 
ro en la lucha por la democracia. 


Solicito que la versión taquigráfica de estas pala- 
bras sea enviada a la Cancillería, a la Presidencia de 
la República y a la Embajada del Uruguay en Cuba a 
través de la Cancillería. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado. 


(Se vota:) 


-8 en 11. Afirmativa. 


7) PREOCUPACIÓN POR LA VIOLENCIA 
DESATADA EN LA REPÚBLICA BOLIVA- 
RIANA DE VENEZUELA 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Legislador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: nosotros 
vamos a referirnos a hechos que nos preocupan y que 
ocurrieron en el día de ayer en la República Boliva- 
riana de Venezuela. 


Ayer hubo protestas en Venezuela contra la violen- 
cia delictiva existente en el país, que cobra un núme- 
ro de víctimas al año que a nosotros nos resulta casi 
increíble, contra la situación económica y por distin- 
tas razones. La gente salió a protestar como lo venía 
haciendo tiempo atrás. 


(Interrupción del señor Legislador Baráibar). 


—Los protagonistas de estas protestas fueron los 
estudiantes, sobre todo, la juventud universitaria 
de Venezuela que reclamaba, entre otras cosas, 
la liberación de estudiantes presos por protestas 
anteriores. Multitud de estudiantes, miles de ellos 
—las fotos son impresionantes y muestran multitudes 
aglomeradas en estas demostraciones- fueron a 
la Fiscalía General de la República a demandar la 
liberación de sus compañeros presos, con consignas 
que evocan lo que ha sido el movimiento estudiantil 
en América Latina, por ejemplo: “Por cada joven 
preso, tendrán mil en la calle”, “Venezuela defiende 
a su Universidad”, etcétera. 
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Hubo protestas populares contra la situación im- 
perante y contra el Gobierno. También hubo mani- 
festaciones oficialistas que fueron convocadas para 
enfrentar a esta protesta de los opositores y, en 
particular, de los estudiantes. Se trató de protestas 
y de demostraciones multitudinarias de signo encon- 
trado y, lamentablemente, hubo episodios de violen- 
cia. Según las noticias que se difundían esta mañana, 
esta situación dio como resultado tres muertos, de- 
cenas de heridos y de detenidos; entre los muertos 
están quienes participaban de la protesta contra el 
Gobierno y un integrante de los grupos chavistas que 
salieron a manifestar. 


Frente a esta situación preocupante y alarmante 
de violencia callejera —como siempre, no se sabe de 
dónde vinieron los tiros que en determinado momento 
empezaron a oírse—, se denuncia la pasividad policial 
ante lo que ocurría. Hubo manifestaciones de los 
distintos líderes políticos de Venezuela. El señor 
Capriles, por ejemplo, líder opositor no promovía 
esta protesta. Él entiende que el camino a seguir es 
otro. Otros líderes opositores, como el señor Leopoldo 
López o la Diputada María Corina Machado, sí 
estaban a favor de esto. Se dice que el Presidente 
Maduro habló tres veces por sendas cadenas de radio 
y televisión y también lo hicieron el Vicepresidente, 
Diosdado Cabello y el Canciller Jaua. Considero 
que algunas de las cosas que dijeron merecen 
comentarios, porque en este contexto de violencia 
y enfrentamientos, heridos y muertos, llama la 
atención que los principales magistrados venezolanos 
digan algunas cosas como las que dijo, por ejemplo, 
el Presidente Maduro. Él dijo, por un lado, que no 
puede haber violencia, que nadie debe usar pistola y, 
por otro, que las protestas responden a una corriente 
nazi-fascista que quiere llevar a su país a la violencia 
en la calle. El señor Diosdado Cabello dijo que fue 
desafortunado el asesinato de un cuadro combatiente 
de la Revolución Bolivariana en la Plaza Candelaria, 
que fue asesinado vilmente por el fascismo. Llamo 
la atención sobre esto. Los muertos fueron tres. Al 
señor Cabello le preocupa solamente una muerte: 
la de la persona a quien llama él “combatiente de la 
Revolución Bolivariana”. El Canciller Jaua emitió un 
tuit -que se puede ver hoy en las redes sociales- que 
dice que Leopoldo López, dirigente opositor, es el 
responsable intelectual de las muertes y heridos en 
Caracas y que el Estado no tiene más excusas para no 
castigar a este asesino. Si el Canciller de la República 
llama asesino por las redes sociales a un dirigente 
opositor, está incitando directamente a la violencia 
contra una persona. Esto es gravísimo. 


Hubo medios internacionales que quisieron cubrir 
estos hechos, por ejemplo, la cadena de televisión 
NTN24 de Colombia, pero se le cortó la señal 
del cable y no pudo transmitir más. Tampoco hay 
cobertura de la prensa en papel, como son los diarios 
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tradicionales, porque ya no se importa papel de diario 
y hay dificultades en ese sentido; esto también forma 
parte de la protesta. Entonces, se ven los canales de 
televisión gobernados por el oficialismo, se cortan 
las señales de televisión no oficialistas y no hay 
papel de diario para que la prensa opositora pueda 
manifestarse. 


En otra época este era un tema del cual uno podía 
acaso condolerse o preocuparse a la distancia, pero 
alguien hubiese dicho que eran asuntos internos 
de Venezuela. Hoy, con la Carta Democrática 
Interamericana de la OEA, con las cláusulas 
democráticas de la Celac, la Unasur y del Mercosur, 
este deber ser un tema de preocupación para todos. 
Hay allí derechos humanos comprometidos, en 
peligro. No atribuyo responsabilidad a un bando o al 
otro. Creo que todos partimos de la base de que el 
obligado a defender y a hacer respetar los derechos 
humanos de su población es el Gobierno venezolano 
antes que nadie. Este tiene que ser un tema de 
preocupación y de trabajo para la Celac, para la 
Unasur, para el Mercosur, para la OEA. Esperamos 
que tomen las medidas conducentes a ese efecto, 
sobre todo, teniendo en cuenta las muy enfáticas 
declaraciones del Canciller Almagro, que obran en un 
libro publicado hace muy poco, donde da cuenta de 
su singular trayectoria política y dice que cuando se 
trata de derechos humanos no puede haber posiciones 
intermedias, es blanco o negro, con los torturados o 
con los torturadores. Aquí habrá que ver si está con 
las víctimas o con los victimarios. 


Con esta preocupación, solicito que la versión ta- 
quigráfica de mis palabras sea enviada a la Presiden- 
cia de la República, al Ministerio de Relaciones Exte- 
riores, a la Embajada de Uruguay ante la República 
Bolivariana de Venezuela y a la Embajada de la Re- 
pública Bolivariana de Venezuela ante nuestro país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado. 


(Se vota:) 
-10 en 11. Afirmativa. 


Debo aclarar que si se solicita la rectificación de 
una votación durante la Media Hora Previa, debe 
hacerse antes de que el siguiente orador comience 
a hacer uso de la palabra. En realidad, no atendí lo 
solicitado por el señor Legislador Baráibar porque no 
lo oí y porque ya le había dado la palabra al señor 
Legislador Pasquet y no podía interrumpirlo. Sin 
duda, si hubo un error, fue mío, pero debe tenerse 
claro, reitero, que cuando se solicita la rectificación 
de una votación durante la Media Hora Previa, debe 
hacerse antes de que se le ceda la palabra al siguiente 
orador. 
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(Interrupción del señor Legislador Lacalle Herrera). 


—Es antirreglamentario, no se puede rectificar la 
votación. 


(Interrupción del señor Legislador Lacalle Herrera). 


8) NECESIDAD DE QUE SESIONE LA 
COMISIÓN ESPECIAL DE DEPORTE DE LA 
CÁMARA DE REPRESENTANTES ANTE LA 
CRISIS EN EL FÚTBOL URUGUAYO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Legislador Semproni. 


SEÑOR SEMPRONI.- Señor Presidente: aprove- 
chando los pocos minutos que nos ofrece la Media 
Hora Previa, quiero colectivizar con este Cuerpo, la 
Comisión Permanente —teniendo en cuenta la infor- 
mación que llega desde los medios a la ciudadanía-, 
una gran preocupación que tenemos quienes estamos 
muy vinculados a los temas del deporte y, fundamen- 
talmente, a lo que tiene que ver con el fútbol. 


Estamos a escasos cuatro meses de la realización 
del próximo mundial de fútbol, y todos los uruguayos 
alentamos y esperamos una buena participación de 
nuestra selección. Parecería que los únicos que no 
ven eso, y no comparten esa idea, son algunos indivi- 
duos que están metidos, precisamente, en el proceso 
de conducción del fútbol. Y así han sumido al fútbol 
uruguayo en una brutal crisis, que pasa, por ejemplo, 
por el retiro de la confianza al Ejecutivo de la Asocia- 
ción Uruguaya de Fútbol. Además, las asambleas de 
clubes que se reúnen para tratar temas fundamen- 
tales no tienen el cuórum necesario, los clubes que 
dicen apoyar al Ejecutivo después no concurren a las 
asambleas para expresar y reafirmar esa voluntad, 
algunos jugadores no cobran y el campeonato de la 
Divisional B está suspendido hasta que se resuelvan 
los problemas económicos que tienen todas las insti- 
tuciones de nuestro fútbol. 


En consecuencia —atendiendo a esa crisis profunda 
y brutal-, el día de ayer cursamos una nota solicitando 
el urgente funcionamiento de la Comisión Especial 
de Deporte de la Cámara de Representantes, a fin 
de tomar cartas en el asunto, intervenir, conocer y 
profundizar en el análisis de esta problemática, como 
así también buscar el acercamiento de las partes y 
encontrar caminos que conduzcan a alcanzar una 
solución, aunque no, por supuesto, los que se han 
venido tomando, que tienen que ver con el retiro de la 
confianza a las autoridades de la Asociación Uruguaya 
de Fútbol, con pedido de renuncias e inasistencias a 
instancias deliberativas como la Asamblea de Clubes. 
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Entonces, pensamos que la Comisión Especial de 
Deporte de la Cámara de Representantes deberá to- 
mar cartas en el asunto, informarse en profundidad 
acerca de lo que está ocurriendo, buscar el acerca- 
miento de las partes y encontrar el camino del medio, 
que siempre se puede hallar cuando se enfrentan dos 
posiciones. Esto sucede en todos los órdenes —en este 
caso no voy a abrir opinión sobre lo que está ocurrien- 
do- y, en general, una parte tiene parte de la razón, 
y su oponente, tiene la otra parte. Por consiguiente, 
aunque quizás una de las partes tenga más razón que 
la otra, todos tienen algo de ella. 


Por lo tanto, hay que encontrar el camino del me- 
dio, y a eso nos abocaremos en los próximos días en la 
Comisión Especial de Deporte de la Cámara de Repre- 
sentantes. Digo esto porque me imagino el estado de 
ánimo en que debe encontrarse la inmensa mayoría 
de los uruguayos, que están expectantes con respecto 
al resultado del cumplimiento de una labor deportiva, 
que es más que saludable en razón de un proceso que 
ha venido desarrollándose en los últimos años en el 
fútbol, en todas sus selecciones, tanto juveniles como 
de mayores. Y esos uruguayos, que están expectantes, 
se han enterado de que el fútbol uruguayo está atra- 
vesando una crisis profunda que, seguramente, tiene 
raíces económicas. Por lo tanto, habrá que buscar una 
salida para que todo eso no incida en la participación 
de nuestra selección de fútbol en el mundial o, inclu- 
sive, para que no se piense en la posibilidad de su no 
participación, aunque eso no va a suceder. 


De todos modos, lo que me preocupa es que el 
estado de ánimo de unos y de otros, jugadores, diri- 
gentes y los aficionados que alentamos un buen resul- 
tado para la selección celeste, no esté en las mejores 
condiciones como para brindar apoyo a quienes se lo 
merecen, por los méritos que han ido alcanzando en 
los últimos años. 


En ese sentido, solicito que los partidos políticos 
que integran esta Comisión Permanente —en la que 
hay delegados de todos los que tienen representación 
parlamentaria—- estén atentos y apoyen el funciona- 
miento de la Comisión Especial de Deporte de la Cá- 
mara de Representantes, que se abocará a planificar 
un accionar tendiente a resolver la crisis. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras 
sea enviada al Ejecutivo de la Asociación Uruguaya 
de Fútbol, a la Mutual de Futbolistas Profesionales, a 
las direcciones de todos los clubes de la Divisional A y 
la Divisional B —es importante que la reciban los seis 
clubes de la Primera División que son firmantes de la 
nota—, a la señora Ministra de Turismo y Deporte, al 
Director de Deporte del Ministerio de Turismo y De- 
porte, a todos los programas deportivos de los medios 
orales y televisivos y a la prensa escrita, a fin de que 
se conozca la necesidad de apoyar la intervención de 
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nuestra Comisión parlamentaria, que se abocará a 
encontrar una salida que, seguramente, será recibida 
con alegría por todos los uruguayos. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado. 


(Se vota:) 
-11 en 11. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, no hay re- 
glamentación al respecto para la Comisión Perma- 
nente, por lo que el Cuerpo debe decidir si se permite 
fundar el voto. 


El señor Legislador Pasquet solicita la buena vo- 
luntad de los demás integrantes del Cuerpo para fun- 
dar el voto. 


Se va a votar si los señores Legisladores están de 
acuerdo con la fundamentación de voto durante la 
Media Hora Previa; aclaro que esto puede tener efec- 
tos ulteriores, ya que no está contemplado en el Re- 
glamento. 


(Se vota:) 
—0 en 11. Negativa. 
SEÑOR BARÁIBAR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Diputado. 


SEÑOR BARÁIBAR Señor Presidente: yo tenía 
claro lo que correspondía hacer, en función de lo ac- 
tuado precedentemente. 


Este instituto es denominado como Hora Previa 
en el Reglamento del Senado y como Media Hora Pre- 
via en el de la Cámara de Representantes; lo tengo 
a la vista. Se trata de un instituto muy válido y con- 
veniente, que permite a los Legisladores hacer uso 
de la palabra por pocos minutos. Este instituto está 
contemplado en el artículo 153 del Reglamento de la 
Cámara de Representantes y en el 170 del Reglamen- 
to de la Cámara de Senadores. 


Voy a leer un párrafo de ambos artículos, que tie- 
nen una diferencia que califico como importante. El 
último inciso del artículo 153 del Reglamento de la 
Cámara de Representantes dice: “En la referida Me- 
dia Hora no se admitirán interrupciones. No se podrá 
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tampoco plantear durante ella cuestiones urgentes o 
de orden, ni hacerse aclaraciones o rectificaciones a 
lo expresado por los oradores, los que serán llamados 
al orden en caso de hacer alusiones personales. Tam- 
poco se podrá fundar el voto”. 


Por otra parte, el artículo similar del Reglamento 
de la Cámara de Senadores, que también se puede 
usar porque no tenemos un Reglamento obligatorio a 
este respecto, dado que el Reglamento de la Comisión 
Permanente habilita a aplicar, en lo que sea pertinen- 
te —esto de repente puede no serlo—, el Reglamento de 
la Cámara de Representantes, tiene una diferencia 
bien notoria. Dice así: “En la Media Hora Previa no 
se admitirán interrupciones, aclaraciones, respuestas 
o rectificaciones a lo expresado por los oradores, los 
que serán llamados al orden en el caso de formular 
alusiones personales o políticas (...)”. Hete aquí que 
el Reglamento de la Cámara de Representantes no 
incluye la referencia “o políticas”, pero el del Senado, 
sí. Y ivaya diferencia! incorporar o no las alusiones 
políticas. El artículo continúa diciendo: “Tampoco se 
podrá fundamentar el voto ni plantear cuestiones ur- 
gentes o de orden (...)”. Esto es una demostración 
más de que necesitamos normas firmes en la Comi- 
sión Permanente para evitar discusiones o interpreta- 
ciones ad hoc como las que estamos haciendo en esta 
sesión y hemos hecho en sesiones anteriores. Para 
eso, hemos presentado un proyecto que contempla 
todas estas situaciones y aspiramos —no sabemos si 
tendremos éxito- a que sea considerado antes de que 
finalice la Comisión Permanente. 


En las intervenciones formuladas precedente- 
mente se hicieron notorias alusiones personales y 
políticas y, de acuerdo con los artículos 170 del Re- 
glamento del Senado y 153 de la Cámara de Repre- 
sentantes, no considero que corresponda que se les 
dé trámite. Quiero dejar la constancia de que yo no 
voté ninguna de las dos porque claramente exceden 
las atribuciones que los señores Legisladores tene- 
mos para intervenir en la Media Hora Previa de la 
Comisión Permanente. No hay Reglamento, es opina- 
ble, pero yo doy esta opinión y creo que es válido que 
este asunto sea examinado. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras 
sea enviada a las Presidencias del Senado, de la Cá- 
mara de Representantes y de la Comisión Permanen- 
te, aunque sabemos que este último es un instituto 
que dura poco tiempo, así como a las Secretarías de 
los tres ámbitos para que se examine esta diferencia 
y se tomen las decisiones pertinentes porque no es de 
menor importancia que en un Reglamento no se diga 
nada con respecto a las alusiones políticas y en el otro, 
sí. Creo que es una diferencia muy importante que de- 
beríamos tener resuelta para evitar problemas futuros. 


Gracias, señor Presidente. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado. 


(Se vota:) 
-10 en 10. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Ha finalizado la Media Hora Previa. 


9) COMPARECENCIA DEL SEÑOR MINISTRO 
DE ECONOMÍA Y FINANZAS, ECONOMISTA 
MARIO BERGARA, A EFECTOS DE QUE 
INFORME SOBRE LAS CARACTERÍSTICAS 
Y FUNDAMENTO JURÍDICO DE LA 
DECISIÓN DEL PODER EJECUTIVO 
POR LA CUAL SE CLAUSURARON LOS 
PROCEDIMIENTOS FISCALES RELATIVOS 
AL SEÑOR FRANCISCO CASAL Y SOBRE 
LA CONVENIENCIA Y OPORTUNIDAD 
DE CONSTRUIR LA NUEVA TORRE DEL 
BANCO DE LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL 
URUGUAY 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión Permanen- 
te ingresa a la consideración del Orden del Día: “Re- 
cibir al señor Ministro de Economía y Finanzas, Ma- 
rio Bergara, en régimen de Comisión General, a los 
efectos de que informe: a) sobre las características 
y fundamento jurídico de la decisión del Poder Eje- 
cutivo por la cual se clausuraron los procedimientos 
fiscales relativos al señor Francisco Casal, b) sobre la 
conveniencia y oportunidad de construir la nueva to- 
rre del Banco de la República Oriental del Uruguay”. 


De acuerdo a lo resuelto por el Cuerpo, se invita 
a pasar a Sala al señor Ministro de Economía y Fi- 
nanzas. 


(Ingresan a Sala el señor Ministro y el señor Sub- 
secretario de Economía y Finanzas). 


—Damos la bienvenida a los señores Ministro y 
Subsecretario de Economía y Finanzas. No sé si el se- 
ñor Ministro va a solicitar autorización para el ingreso 
de algunos asesores. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINAN- 
ZAS.- Efectivamente, solicitamos la posibilidad de 
que ingresen a Sala el asesor jurídico y el asesor tri- 
butario del Ministerio de Economía y Finanzas, doc- 
tor Ricardo Pérez Blanco y contador Fernando Serra, 
respectivamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 
(Se vota:) 


-10 en 11. Afirmativa. 
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Pueden ingresar a Sala los asesores mencionados. 
(Así se procede). 


El Cuerpo recibe al señor Ministro de Economía y 
Finanzas de acuerdo con una solicitud hecha por el 
señor Legislador Lacalle Herrera para que concurra 
en régimen de Comisión General, a fin de informar 
sobre las características y fundamentos jurídicos de 
la decisión del Poder Ejecutivo de clausurar los pro- 
cedimientos fiscales relativos al señor Francisco Ca- 
sal y sobre la oportunidad de construir la nueva torre 
del Banco República. Ese es el texto de la citación. 
Vamos a seguir el método que ya habíamos definido 
como Cuerpo; el señor miembro convocante hace 
una presentación y el señor Ministro después tiene la 
oportunidad de referirse a ella. 


Tiene la palabra el señor Legislador Lacalle 
Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Antes que nada, 
voy a formular una cuestión de orden o formal, por- 
que la moción que oportunamente presenté y se 
votó no está exactamente reproducida en el Orden 
del Día, ya que luego de mencionar la oportunidad y 
conveniencia de construir la nueva torre del Banco 
de la República, luego del punto y seguido menciona 
“con asistencia del señor Presidente, señor Calloia”. 
Quiero preguntar por qué se amputó esta parte en el 
Orden del Día, ya que la moción tenía un sentido más 
completo. Por otra parte, quiero preguntar si el señor 
Presidente del Banco de la República se va a hacer 
presente durante la sesión del día de hoy, pregunta 
que formulo a la Mesa porque no puedo hacerlo di- 
rectamente al señor Ministro. Él sabrá si va a venir 
don Fernando Calloia o no a la Comisión Permanente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo el texto de la mo- 
ción que se envió al señor Ministro, textualmente con 
su letra, y vemos que en la convocatoria esa parte no 
está agregada. No fue una decisión sino un error. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Reitero que quie- 
ro saber si el señor Presidente del Banco República va 
a asistir a la sesión del día de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso será contestado 
cuando el señor Ministro haga uso de la palabra. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- No, yo pido que 
me conteste ahora porque iba a hacer una propues- 
ta sobre eso. Si puede, tampoco es un misterio; es 
sí o no. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINAN- 
ZAS.- Efectivamente recibimos la convocatoria de 
puño y letra del señor Senador convocante. Nosotros 
nos concentramos en la solicitud por la que se nos 
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convocó, que es nuestra opinión sobre la oportunidad 
y conveniencia de la ampliación de la sede de la casa 
central del BROU. Obviamente, trasladamos la situa- 
ción al economista Calloia, Presidente del BROU, y 
evaluamos que a los efectos de que el Ministerio de 
Economía y Finanzas dé su visión y opinión sobre la 
oportunidad y conveniencia de la ampliación de la 
sede central del BROU no era imprescindible su pre- 
sencia. O sea que, en ese sentido, podemos informar 
que el economista Calloia no va a estar comparecien- 
do en el día de hoy, pero eso no obsta en absoluto a 
que nosotros cumplamos cabalmente con la solicitud 
de la convocatoria acerca de brindar nuestras opinio- 
nes y consideraciones sobre la ampliación de la sede 
central del Banco de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Legislador Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señor Presidente: 
quiero poner de manifiesto que es otra falta de con- 
sideración del señor Presidente del Banco República 
para con el Cuerpo legislativo, en este caso, con la 
Comisión Permanente. Se ha negado a comparecer 
cuando ha sido invitado por su participación en el 
asunto de Pluna, en el tema del aval “perfecto” y en 
todas esas llevadas y traídas en las que el Banco Re- 
pública tuvo principalísima participación, lo que no 
ha hecho mella en la persona de su Presidente, ni si- 
quiera para darse cuenta de que, ser citado por el Po- 
der Legislativo, que se lo invite para ser escuchado en 
una de las ramas del Parlamento, tiene que ser para 
él, primero, una obligación y, segundo, un honor. En- 
tonces, estamos de nuevo ante esa actitud. Se ve que 
el señor Calloia es un hombre muy poderoso porque, 
contrariamente a lo que ocurrió con el ex-Ministro 
Lorenzo que, cuando se vio citado por la Justicia, re- 
nunció a su cargo, el Presidente del Banco República 
—cuya renuncia fue anunciada por personajes de pri- 
mer nivel del Frente Amplio— ha tenido reuniones con 
el Presidente de la República y allí sigue en su lugar, 
a pesar de que esto arroja una mala imagen sobre el 
Banco. Su poder tendrá el señor Calloia, y me doy 
cuenta de que es muy grande, porque ni al Presidente 
de la República le hace caso en cuanto a que deje la 
Presidencia del Banco. 


Con respecto a las palabras que acaba de pronun- 
ciar el señor Ministro, se lo cita porque es la manera 
que tiene el Poder Legislativo de vincularse con el 
Poder Ejecutivo, pero cuando se agrega “con asisten- 
cia del Presidente del Banco República”, es para que 
venga él, que es el interlocutor que la Constitución 
habilita y ceda la palabra al Presidente del Banco Re- 
pública, quien notoriamente debe saber más sobre 
el edificio que el ex-Presidente del Banco Central y 
actual Ministro. Así que, para nosotros, señor Pre- 
sidente, esto se trata de una nueva prueba de mala 
educación, de falta de consideración y menosprecio 
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por el Poder Legislativo. Por lo tanto, voy a obviar el 
segundo punto del Orden del Día, porque falta aquí 
quien puede hablar con mayor propiedad, y no estoy 
menoscabando la aptitud técnica del señor Ministro, 
que bastante incómodo se sentirá en esta circunstan- 
cia. Me hago cargo de ello, pero ya se sabe cómo es 
esta historia: los que tienen que aparecer no apare- 
cen y los que tienen que irse no se van. Esa es la 
verdadera historia. 


Señor Presidente: agradezco la presencia del se- 
ñor Ministro y, antes de seguir adelante, lo quiero feli- 
citar y ponerme a su lado en este diferendo que tiene 
con el señor Capitanich, jefe del Gabinete del Gobier- 
no de la República Argentina. Estamos hartos del Go- 
bierno de la República Argentina, y lo que ha hecho el 
señor Ministro Bergara fue señalar una circunstancia 
conocida en el mundo entero. Lo dicen el Ministro 
de Economía y Finanzas del Uruguay, el Fondo Mo- 
netario Internacional, la Reserva Federal y todos los 
Ministros de Economía de Europa, de Estados Unidos 
y del planeta Tierra: Argentina es impredecible. No 
ha dicho el señor Ministro otra cosa que lo que los 
propios señores argentinos saben y, más que nadie, el 
doctor Capitanich, quien ataja penales todos los días, 
porque lo han elegido para el peor cargo de la Ad- 
ministración y en la peor Administración argentina. 
Tiene que hablar del precio del tomate, de que lo van 
a controlar; después lo hacen bajar de ese tema y, al 
día siguiente, tiene que ocuparse de la lluvia. Y ha te- 
nido el tupé, la falta de delicadeza —no quiero incurrir 
en palabras que no son de mi lenguaje habitual- de 
ocuparse de lo que dice el Ministro de Economía y 
Finanzas de la República Oriental del Uruguay, que 
va a seguir diciendo lo que se le ocurra -seguramente 
de manera fundada- respecto de la República Argen- 
tina. Así que, en este asunto, el señor Ministro dijo lo 
que es verdad, lo que conviene al interés del Uruguay 
y, en esa medida, por lo que puedan valer mi pala- 
bra y mi apoyo, hago público aquí que, junto a él, iré 
enfrentando al Gobierno enemigo del Uruguay que 
tiene la República Argentina. 


Téngase en cuenta que lo de la adhesión y el apo- 
yo no siempre es así... 


(Hilaridad). 


—Señor Presidente: estamos ante un tema muy 
singular como es el episodio de carácter tributario 
vivido por una notoria personalidad deportiva, diría 
que hasta política, vinculada al Gobierno, amigo o co- 
nocido del Presidente de la República. Es decir: no se 
trata de una empresa cualquiera la que ha protago- 
nizado este sainete, porque de otra manera no se lo 
puede llamar. 


Se procede a iniciar actuaciones por unas ins- 
pecciones del año 2005. Se concretan denuncias en 
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actuaciones inspectivas de la DGI. Se hacen deter- 
minaciones de deuda, en función del análisis jurídico 
contable que hace la DGI. Es decir: estamos ante lo 
que hace todos los días la DGI, a la que nadie quie- 
re -como corresponde-, pero que es una institución 
necesaria, en cuyas filas tuve el honor de servir cuan- 
do tenía diecinueve años, así que siempre tengo ese 
recuerdo. En esa época, se llamaba Ganancias Eleva- 
das; si seré viejo. 


El hecho es que se produce lo que ocurre per- 
manentemente aunque, en este caso, el asunto está 
marcado por dos circunstancias: por un lado, la noto- 
riedad de la persona a la que se imputaban los malos 
cálculos, las irregularidades de carácter fiscal y, por 
otro, los montos de los tales adeudos que fueron es- 
tablecidos por la autoridad fiscal. Por vía de los abo- 
gados -siempre somos tan necesarios para todas estas 
cosas—, el presunto deudor, el estimado deudor por la 
Impositiva, hace uso de todas las facultades legales 
que le corresponden y va llevando adelante el trámite 
que, para ser breve, tiene dos o tres estaciones fun- 
damentales. Primero: habiendo una estimación pri- 
maria de algo más de US$ 100:000.000 de deuda, 
un buen día y con la firma del ex-Ministro Lorenzo, 
eso se reduce a US$ 10:000.000. Luego, operan todos 
los recursos ante el Tribunal de la Contencioso Admi- 
nistrativo —el jerárquico, el pedido de avocación del 
Poder Ejecutivo- y se transa, porque es una transac- 
ción administrativa lo que ocurre con este deudor: se 
elimina, se retira, se condona todo lo que sea multa, 
deuda, etcétera, por parte del Poder Ejecutivo, some- 
tido a condición —así lo dice la resolución— de que el 
deudor “haga renuncia expresa por parte de todas las 
personas físicas y jurídicas afectadas por los referidos 
actos administrativos, a la promoción de cualquier 
clase de accionamiento para obtener reparación de 
daños y perjuicios patrimoniales y/o morales, directos 
o indirectos derivados de la actuación de la adminis- 
tración, así como a cualquier reclamo de eventuales 
costas y costos derivados de desestimientos, pedidos 
de clausura o archivo que esta promoviera, siendo de 
cargo de la Presidencia de la República declarar el 
acaecimiento de la condición establecida y la vigencia 
y efectividad del acto administrativo emitido”. 


O sea que, se aprueba un acto administrativo, que 
no hay duda que tiene características muy especia- 
les, porque está sometido a una condición —no soy 
administrativista, pero esto no lo he visto muchas ve- 
ces-, y el 21 de noviembre, es decir, seis días después, 
habiendo el señor Casal renunciado a todo derecho, 
el Poder Ejecutivo declara que el acto administrativo 
está perfecto, porque se cumplió con la condición es- 
tablecida. 


Me alegro por el señor Casal, porque ha sido exi- 
toso en cuanto a librarse de pagar una enorme can- 
tidad de dinero al fisco. A mí no me interesa el tema 
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del señor Francisco Casal; lo que me importa —es la 
pregunta que se hace todo el país— es qué había del 
otro lado del intento de cobro de cien millones, que 
luego se bajó a diez millones. Ambas cantidades son 
importantes; vamos a dejarlo en diez millones, ya que 
estamos hablando en papel y en el aire. 


Me pregunto por qué un Estado nos persigue, nos 
inspecciona, nos mira de adelante y atrás, y una Di- 
rección General Impositiva dotada de una tremenda 
voracidad, que está recaudando como nunca en la 
historia, se quedan sin un hipotético cobro de cien 
millones o, eventualmente, de diez millones, porque 
se dice que se va a perder un juicio. Realmente, no 
conozco ningún caso similar. 


Sin duda, hay alguien que tiene una percepción 
especial —habría que contratarlo en los estudios jurí- 
dicos- acerca de cómo van a resultar las sentencias. 
Es decir que tienen un olfato, un pálpito que le per- 
miten decir: “Acá marchamos —como se dice jurídi- 
camente-; vamos a recibir un golpe jurídico de tem- 
blar”. Y si recibimos ese golpe jurídico, luego, vendrá 
la contrapartida, la ofensiva de los abogados, que ha- 
rán todos los reclamos posibles que, en este caso, no 
son poca cosa desde todo punto de vista: material, 
moral y del daño que se ocasionó al patrimonio, a la 
persona y al prestigio de sus empresas. 


Tengo entendido que esto comenzó en 2005, du- 
rante la Presidencia del doctor Vázquez, cuando el 
contador Astori era Ministro de Economía y Finanzas 
y los Directores de la Dirección General Impositiva 
eran Zaidensztat y Hernández, gente con mucho co- 
nocimiento del tema, y continuó en el actual período 
de Gobierno, con el contador Astori como Vicepresi- 
dente de la República. 


Alguien ha dicho que no nos metamos en esto y 
que le hagamos caso al pedido de condonación de 
deuda del señor Casal. Sin embargo, yo me pregunto: 
el fisco se queda sin cobrar estas cantidades ¿a cuen- 
ta de qué? Tiene que ser tremendo lo que hay del 
otro lado para que valga la pena tapar todo esto, darle 
sepultura y que desaparezca. No se trata del beneficio 
que tuvo el señor Francisco Casal, que es un empre- 
sario que trabaja y a quien la envidia le hace mucho 
daño, ya que es un deporte nacional contra la gente 
que tiene éxito, así que ese no es el tema. 


El tema es qué hicieron el Gobierno y la Dirección 
General Impositiva para que al Estado le valiera la 
pena transar en la forma en que transó y condonar 
esta deuda como lo hizo. 


Se menciona por parte de uno de los técnicos, el 
señor Miguel Ángel Toma, que la tramitación admi- 
nistrativa contra este empresario tiene dos mil vicios 
de forma. ¡Dos mil vicios de forma! No sé cuántas 
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fojas tendrá el expediente, pero es una proporción de 
vicios respetabilísima. Entonces, me pregunto, en la 
tramitación desde el año 2005, con el Ministro Astori, 
y en la que prosiguió después, ¿se quería perseguir 
al señor Casal? Digo esto, porque hay dos mil vicios, 
entre ellos, fojas que no están y documentos que no 
están traducidos. 


El Fiscal Borrelli escribió cincuenta o sesenta pá- 
ginas sobre esto. ¿Es común que la Dirección General 
Impositiva lleve adelante un expediente y se equivo- 
que tanto? ¿Que sea tan chapucero el trámite? Co- 
nozco inspectores de la DGI y sé que es gente prepa- 
rada. Tengo amigos que han continuado su carrera en 
ese organismo que son de muy alto nivel y sé que es 
gente de bien. No quiero agraviar al Gobierno actual, 
pero en estos aspectos, se parece a la AFIP de Et- 
chegeray —gracias a Dios, no estamos en esa circuns- 
tancia—, ya que el organismo fiscal argentino es una 
especie de perro feroz que la Presidenta le chumba a 
la gente que no le tiene simpatía. Como esto es noto- 
rio, porque lo hizo en público el señor Capitanich, no 
se va a enojar. 


Por lo tanto, en cuanto a esta tramitación, a la 
que se pone un telón repentino y, de paso, se cambia 
el Director de la Dirección General Impositiva y el 
señor Hernández pasa a mejor o peor vida burocráti- 
ca, yo me pregunto: ¿qué pasaba en este expediente? 
¿Cómo pudo progresar un expediente de estas carac- 
terísticas hasta llegar a embargar a una persona por 
US$ 100:000.000, una cantidad de dinero importan- 
te en cualquier parte del mundo? 


¿El señor Hernández y el Ministro de Economía y 
Finanzas, doctor Lorenzo, cohonestaron, convalida- 
ron? Yo no le voy a pedir al señor Ministro Lorenzo 
que esté informado acerca de un expediente de los 
tantos que hay en la Dirección General Impositiva, 
pero quizás este, por tener la notoriedad que señalá- 
bamos recién, podía haberlo pedido. El señor Minis- 
tro que nos está acompañando es uno de los puntos 
fuertes del equipo económico del Gobierno, del ante- 
rior y de este. Supongo que habría reuniones. Sé que 
en otra época había reuniones del Ministro con los 
asesores, y en un país como el nuestro, un tema de 
US$ 100:000.000 no pudo haber estado ajeno a las 
preocupaciones del Poder Ejecutivo y del Ministerio 
de Economía y Finanzas. 


Lo mismo ha ocurrido con el juicio que ha perdi- 
do -sin vuelta— el Estado con el señor Barboni, por el 
que está obligado a pagarle US$ 1.000:000.000 —su- 
pongo que vamos a tener que emitir una deuda que se 
llamará “deuda Barboni”, porque US$ 1.000:000.000 
no han de tener para pagarle—, pero que el Presiden- 
te dijo que no iba a pagar, porque lo político está por 
encima de lo jurídico. 
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Haciendo una similitud, este expediente, que re- 
presentaba tal volumen de dinero, seguramente, fue 
analizado, se conversó y, seguramente se dijo: “Che, 
cuidado que se nos viene esta cifra encima. Fijate que 
no es poco”, etcétera, como pasa en todos los Gobier- 
nos que se preocupan por estos temas. 


Hay una punta, de lo que nosotros queremos que 
se nos informe, que es la opinión del señor Fiscal de 
Gobierno, doctor Borrelli —por cierto, un gran funcio- 
nario; por su actuación a través de todas las Adminis- 
traciones, merece nuestro respeto y nuestra conside- 
ración—, que expresa: “No fue normal la tramitación 
del expediente”. Ahí está la punta de la madeja: “No 
fue normal”. Cuando un jurista, funcionario y Fiscal 
de larga experiencia, utiliza estas palabras, no habla 
en vano, porque figuran en un expediente. 


Más allá de lo que se ha enumerado, en el infor- 
me, se dice: “Se trata de por lo menos 2.190 instru- 
mentos que contienen vicios de forma en cuanto a su 
presentación reñida con las normas formales (...)”. 
Es decir que un técnico, un jurista, señala que no ha 
sido una tramitación normal. Ese es el corazón de 
nuestra preocupación que necesitamos que el señor 
Ministro nos aclare. 


¿Ha habido tantos vicios formales? Seguramente, 
el Fiscal Borrelli puede haber hecho una apreciación 
equivocada, pero de cero a 2.000... Vamos a conce- 
derle que se equivoque en la mitad y que se sean solo 
1.000, pero es una buena proporción, sobre todo, vi- 
cios formales. 


Por otra parte, cuando se llega al momento de las 
resoluciones, ¿esos vicios formales no son aprecia- 
dos? ¿Quiénes los cometen? ¿Los inspectores? ¿La 
oficina jurídica a la cual van los expedientes cuando 
se liquidan impuestos retroactivos? ¡Son cosas muy 
gruesas! ¿No hay un inspector, un contador, un abo- 
gado, un miembro de la jurídica que diga: “Cuida- 
do, che, paren, porque vamos por un camino a todas 
luces ilegal”. Estamos por un camino que no arroja 
prestigio a la Dirección General Impositiva, que es el 
corazón económico del Gobierno y del país. 


Son errores de interpretación; todos sabemos que 
se puede discutir la cosa fina, pero en materia tribu- 
taria hay expertos muy buenos, y aspectos como la 
retroactividad que son muy gruesos como para que 
si figuran en un expediente, este siga su curso ale- 
gremente. 


Finalmente, el informe del doctor Borrelli seña- 
la que es necesario llevar adelante una investigación 
administrativa sobre estos hechos y repetir contra los 
funcionarios, si el Estado es condenado a pagar. To- 
dos sabemos lo que quiere decir “repetir”; el artículo 
25 de la Constitución establece que el funcionario 
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que se haga responsable por falta grave o dolo pue- 
de ser demandado por el Estado para que resarza el 
daño que sufrió la Administración. 


Entonces, señor Presidente, agradeciendo una 
vez más el tiempo que nos dedica el señor Ministro, 
queremos saber por qué razón se baja la deuda de 
US$ 100:000.000 a US$ 10:000.000. Creo que es tan 
difícil la pregunta como lo será la respuesta, porque 
¿cómo hago para que me den un pálpito sobre un 
juicio? Puedo llamar a los mejores abogados del Uru- 
guay y nunca me van a poder decir, con una certeza 
total, como para poner en marcha un mecanismo de 
gobierno: miren que van a perder el juicio. Los jui- 
cios se ganan y se pierden, salvo que fuera tan brutal 
el atropello contra un contribuyente, que estuvieran 
curándose en salud porque se dieron cuenta de que 
cometieron tropelías con la Impositiva como instru- 
mento. 


Asimismo, quisiera saber cuáles son los principa- 
les vicios descubiertos —no le pido que me hable de 
los dos mil- y cómo no detuvieron al Poder Ejecutivo 
antes de llegar al fin del trámite. 


También me gustaría saber por qué el señor Her- 
nández fue cesado, si fue castigado por este error o, 
simplemente, fue una coincidencia que dejara su car- 
go. También quisiera saber si se inició la investigación 
administrativa que se recomienda; si fue así, si está 
terminada y, si finalizó, cuáles son los resultados, por- 
que, indudablemente, estamos ante una circunstan- 
cia o una tramitación que no es común en nuestro 
país. Reitero lo del principio: no es común que se tra- 
te de alguien con notoriedad, aunque, seguramente, 
todos somos tratados igual ante la ley por la Imposi- 
tiva, pero cuando se trata de sanciones del nivel que 
hemos indicado, este asunto también se convierte en 
excepcional. El hecho es que se entierra el tema por 
una presentación del señor Casal, quien pide al Po- 
der Ejecutivo que se aboque al tratamiento del tema, 
como tiene derecho a hacer, y más rápido que ligero, 
se le pone un final a esta tramitación. 


Agradezco al señor Ministro su presencia hoy aquí. 
He finalizado, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Ministro de Economía y Finanzas. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINAN- 
ZAS.- Señor Presidente: es un honor y un orgullo 
comparecer hoy ante la Comisión Permanente. 


Quiero hacer una mención previa con respecto a 
las declaraciones realizadas por quien habla asocia- 
das a la economía de la hermana República Argenti- 
na. Fue simplemente un análisis de la situación que, 
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como es obvio, repercute en Uruguay, sobre todo, en 
los vínculos comerciales, financieros y de naturaleza 
económica. 


Es imprescindible tener un diagnóstico para eva- 
luar las políticas macro y microeconómicas en Uru- 
guay. De ninguna manera tuve la intención de injerir 
en la política o en la conducción económica argenti- 
na. Sería extremadamente soberbio de nuestra parte 
pensar que tenemos la capacidad de influir o de tener 
injerencia en los procesos del país vecino; fue un aná- 
lisis necesario para la definición de nuestras políticas 
que, de ninguna manera, pretendió hacer referencia 
a personas ni tener influencia alguna. 


Hecha esta aclaración, me gustaría concentrarme 
en el tema de la convocatoria. He sido convocado por 
la Comisión Permanente en régimen de llamado a 
Sala para, en primer lugar, proporcionar información 
sobre la decisión del Poder Ejecutivo relativa al pago 
de tributos del señor Francisco Casal y, eventualmen- 
te, del llamado Grupo Casal. 


Formularemos una serie de consideraciones sobre 
los antecedentes del dictado de la resolución del Po- 
der Ejecutivo de fecha 15 de noviembre de 2014 que, 
desde nuestro punto de vista, no compromete la re- 
serva fiscal a la que estamos obligados. 


En el año 2008, la Dirección General Impositiva 
solicitó la adopción de medidas cautelares para los in- 
tegrantes del Grupo Casal ante el Juzgado Letrado de 
Primera Instancia en lo Civil de Primer Turno, según 
consta en el Expediente n.” 2 - 8927/2008. Ese mis- 
mo año, por Resolución n.” 1364/2008 del Director 
General de Rentas, del 5 de setiembre de ese año, se 
formuló denuncia penal ante la Justicia competente 
por el delito de defraudación contra el denominado 
Grupo Casal, sustanciándose ante el Juzgado Letrado 
en lo Penal de 17.* Turno. 


El 16 de julio de 2009, el titular de la Sede penal, 
haciendo lugar al pedido fiscal, desestimó la denun- 
cia formulada por la Dirección General Impositiva y 
dispuso el archivo de las actuaciones. Reitero: el Juez 
Penal desestimó la denuncia de la DGI. 


Posteriormente, el 15 de setiembre de 2009, la Di- 
rección General Impositiva dictó lo que se llama el 
Acto de Determinación, contenido en la Resolución 
n.* 1521/2009, por el que se declaró a un conjun- 
to de personas físicas y jurídicas, Grupo Casal, como 
conformando una unidad económica administrativa a 
todos los efectos tributarios. Se determinaron respec- 
to a esa unidad obligaciones por tributos, declarando 
a la unidad incursa en mora e imputándole las in- 
fracciones de contravención y defraudación. Contra 
dicha Resolución de la Dirección General Impositiva, 
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se agotó la vía administrativa, adquiriendo el referido 
acto y sus ampliaciones la calidad de firme. 


Con fecha 18 de junio de 2010, la mayoría de las 
personas físicas y jurídicas presentaron demanda de 
nulidad ante el Tribunal de lo Contencioso Admi- 
nistrativo en los autos caratulados “Casal Fernán- 
dez, Francisco, y otros contra el Estado, Ministerio 
de Economía y Finanzas. Acción de Nulidad. Ficha 
n.* 367/2010”. 


Al momento de sustanciarse el recurso jerárqui- 
co, este Ministerio de Economía y Finanzas resolvió, 
con carácter de medida para mejor proveer, pasar los 
obrados en consulta al señor Fiscal de Gobierno de 
Segundo Turno, doctor Miguel Toma. Compulsada la 
documentación y analizada la misma, el señor Fiscal, 
en Dictamen n.* 228/T/2011, del 7 de junio de 2011, 
sugirió recabar la opinión técnica de un especialista 
externo, a fin de apreciar la objetividad de los hechos 
y el derecho aplicable que lo ilustrara acerca de si 
la actividad desarrollada por el Grupo Casal se en- 
contraba o no gravada por IRIC, IVA e Impuesto al 
Patrimonio. 


El experto también debería pronunciarse sobre la 
existencia o no de elementos capaces de determinar 
si se había configurado la infracción de defraudación 
y eventualmente si la prescripción habría ocurrido 
por no haberse verificado una causal de ampliación 
del plazo de prescripción de la deuda. Con dicho pro- 
nunciamiento, solicitaba que volvieran los obrados a 
su dictamen. 


El 22 de setiembre de 2011, dictaminó en carácter 
de especialista externo el doctor Juan Manuel Alba- 
cete, del Estudio Guyer € Regules, profesional que 
fue consultado en lo que refiere a la configuración de 
la infracción de defraudación, así como también ante 
el posible acaecimiento de la prescripción de tributos 
determinados. En ese entendido, el profesional emi- 
tió dictamen en los siguientes términos: 1.%) El ad- 
ministrado no ha realizado un acto fraudulento pues 
no ha actuado con engaño u ocultación, sino que ha 
actuado manifiestamente en el entendido de que no 
debía tributar en función del asesoramiento de sus 
profesionales de confianza, en su mayoría catedráti- 
cos y profesores con grado en la Universidad de la 
República, en el sentido de la no gravabilidad de la 
operación. 2. La actividad del Grupo Casal era pú- 
blica y notoria, conocida a través de todos los medios 
periodísticos y por la propia administración fiscal, lo 
que impide que pueda hablarse de engaño u oculta- 
ción. 3.%) Si bien existen dos jurisdicciones distintas, 
la penal y la contencioso-administrativa, que pueden 
expedirse sobre si existe respectivamente el delito de 
defraudación y la infracción de defraudación, tratán- 
dose de figuras de casi idéntica tipicidad, debe tener- 
se presente que luego de una exhaustiva instrucción, 
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se dispuso el archivo de la denuncia penal realizada 
por la Dirección General Impositiva, prácticamente, 
en base a los mismos fundamentos que la imputación 
formulada en sede administrativa, al no hallar la fis- 
calía fundamento suficiente para deducir acusación. 


Con respecto a la interrogante planteada sobre el 
plazo de prescripción a aplicar, el especialista conclu- 
ye que surgiendo del expediente que en el año 1998, 
y especialmente, en el año 2002, la DGI conoció ca- 
balmente la operativa del denominado Grupo Casal, 
no se verifica en la especie el elemento esencial que 
justificaría la extensión del plazo de prescripción a 
diez años, por lo que el mismo debe limitarse a los 
cinco años contados a partir de la terminación del 
año civil en el que se produjo el hecho gravado. 


Vuelto el expediente a consideración del Fiscal de 
Gobierno, este comparte en lo sustancial las conclu- 
siones del dictamen del especialista externo convoca- 
do, aconsejando, en definitiva, revocar parcialmente 
la Resolución n.”* 1521, de 15 de setiembre de 2009, 
en lo que concierne a infracción de defraudación y 
a la extensión del plazo de descripción. El Fiscal su- 
giere esto en el Dictamen n.” 423, de 18 de octubre 
de 2011. 


Entonces, el señor Fiscal de Gobierno de Segun- 
do Turno en ambos dictámenes constató una serie 
de apartamientos de índole formal y sugirió el inicio 
de una investigación administrativa en la Dirección 
General Impositiva para determinar o comprobar la 
existencia de los actos o hechos irregulares que lle- 
varon a decidir el acto de determinación y, eventual- 
mente, aplicar los correctivos pertinentes. 


Voy a decir unas palabras con respecto a este tema 
de los dos mil vicios formales. Básicamente, creemos 
que, casi en su totalidad, se explican por el hecho de 
que el expediente se procesó con fotocopias simples 
en lugar de fotocopias autenticadas por escribano. De 
ahí que en su momento la Dirección General Imposi- 
tiva planteó que entendía que las fotocopias simples 
tenían la validez necesaria, porque había sido docu- 
mentación presentada, proporcionada, por el propio 
contribuyente. Ahí se explica el número abultado a 
que se hacía referencia de los dos mil vicios de forma. 


El Ministerio de Economía y Finanzas dictó 
resolución el 1.2 de noviembre de 2011, por la 
cual resolvió encomendar a la Dirección General 
Impositiva la instrucción de una investigación 
administrativa, a efectos de determinar deficiencias 
de orden procedimental en el desarrollo del trámite, 
que culminó con el dictado del Acta de Determinación 
n.* 1521/2009 del Director General de Rentas en la 
que, conforme con las observaciones formuladas por 
el señor Fiscal de Gobierno de Segundo Turno, en los 
Dictámenes 228/2011 y 423/2011, de 7 de junio y 18 
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de octubre de ese año respectivamente, se establecen 
las medidas necesarias para evitar su reiteración en 
el futuro. 


El 30 de noviembre de 2011, por Resolución 
n. 1887/2011 del Director General de Rentas, se 
dispuso la instrucción de una investigación adminis- 
trativa, la cual arribó a las siguientes conclusiones. 
En primer lugar, a la inexistencia de deficiencias de 
orden adjetivo en la documentación señalada por 
el señor Fiscal de Gobierno de Segundo Turno, con 
especial referencia a su admisibilidad como prueba 
en el expediente administrativo con anterioridad al 
dictado de la Resolución n.” 1521/2009. En segundo 
término, se sugirió la adopción de medidas necesarias 
de orden procedimental, que deberían adoptarse por 
parte de la Dirección General Impositiva para optimi- 
zar los procesos y precaver eventuales deficiencias de 
índole formal. 


Reitero: los vicios principalmente referían al he- 
cho de las fotocopias simples versus las fotocopias 
autenticadas. 


Girados los obrados para adoptar resolución, el 
Ministerio de Economía y Finanzas, sobre el recurso 
jerárquico oportunamente interpuesto, dictó resolu- 
ción de fecha 1. de noviembre de 2011, donde dis- 
puso la revocación parcial del acto de determinación 
originario exclusivamente en los siguientes puntos: 
la liquidación debería efectuarse sobre la base de un 
plazo de prescripción de cinco años —y no de diez años 
como figuraba antes—, y se revocaba la infracción de 
defraudación, que era la que implicaba los montos 
mayores de la demanda original. 


O sea que el Ministerio, esencialmente en esta re- 
solución, toma las opiniones tanto del consultor ex- 
terno, doctor Albacete, como del Fiscal de Gobierno 
de Segundo Turno. 


A esa altura del tracto procedimental, lo único que 
permanecía firme respecto a la pretensión de la Di- 
rección General Impositiva, era la determinación de 
tributos morigerada por la prescripción declarada por 
el Ministerio, es decir, de reducir el plazo de pres- 
cripción de diez a cinco años. Reitero, esto se hizo si- 
guiendo las recomendaciones del Fiscal de Gobierno 
y del consultor doctor Albacete. 


El 5 de marzo de 2012 el contribuyente Francisco 
Casal compareció ante la Presidencia de la Repúbli- 
ca, formulando petición administrativa, al amparo del 
artículo 318 de la Constitución, y solicitando la avo- 
cación de Presidencia en el caso, la reconsideración 
de la decisión adoptada por el Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas en vía jerárquica y, en definitiva, la 
revocación total en lo que quedaba existente. 
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Con fecha 9 de mayo de 2012, la Presidencia de 
la República remite el expediente a la Fiscalía de Go- 
bierno de Primer Turno, a cargo del doctor Daniel 
Borrelli, para que, en carácter de medida para mejor 
proveer, emita dictamen. El referido Fiscal, en Dic- 
tamen n.” 171 del 3 de julio de 2012, en cuanto a la 
consulta efectuada, sucintamente entendió que: no 
se había verificado la combinación de factores econó- 
micos en el Uruguay ni se han configurado los pre- 
supuestos del concepto de empresa, por lo que las 
rentas obtenidas con la actividad relativa a la transfe- 
rencia de jugadores al exterior no se hallaba gravada 
por el Impuesto a la Renta de Industria y Comercio 
—IRIC-—, al momento del dictado del acto de determi- 
nación. Reitero: en su dictamen, el doctor Borrelli 
manifiesta que las rentas obtenidas por las activida- 
des del Grupo Casal en esta dimensión no se hallaban 
gravadas por el IRIC. 


Coincidimos con el señor Legislador convocan- 
te en cuanto a que el doctor Borrelli merece todo el 
respeto y la consideración de un alto funcionario de 
Gobierno. Y su opinión era esa, es decir, que las acti- 
vidades del Grupo Casal no se hallaban gravadas por 
el Impuesto a la Renta de Industria y Comercio. 


Asimismo, por no ser contribuyentes del IRIC, 
para las personas jurídicas del exterior que no po- 
seen sucursal, agencia o establecimiento en el país, 
no se genera el Impuesto al Patrimonio empresarial, 
ni se verifica el aspecto subjetivo del Impuesto al Va- 
lor Agregado. 


Por lo tanto, el dictamen concluye que no corres- 
ponde el cobro de impuestos al contribuyente. Rei- 
tero: este es el dictamen del Fiscal de Gobierno de 
Primer Turno, doctor Daniel Borrelli, quien concluye 
en que no corresponde el cobro de impuestos al con- 
tribuyente. 


Al resolver una cuestión de naturaleza eminente- 
mente técnica, el Poder Ejecutivo se ajustó estricta- 
mente a las opiniones y recomendaciones vertidas en 
el expediente por los asesores de mayor rango de la 
Administración —estamos hablando de las opiniones, 
ni más ni menos que de los dos Fiscales de Gobier- 
no-, así como por lo informado por el jurista externo 
consultado a esos efectos, quien incluye opiniones de 
otros docentes y técnicos en su informe y subsidiaria- 
mente por las decisiones judiciales entonces recaí- 
das. Recordemos el archivo de la denuncia penal de 
la Dirección General Impositiva por parte del Juzgado 
Penal correspondiente. 


Lo anterior determinó que el Poder Ejecutivo de- 
biera optar por la solución que mejor pusiera al Esta- 
do a resguardo de juicios reparatorios patrimoniales 
derivados de una posible anulación del acto en vía ju- 
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risdiccional, ello sin rehuir al poder deber de adoptar 
la decisión ajustada a Derecho. 


Obviamente, esa evaluación siempre tiene algún 
carácter de discrecionalidad, y puede haber diversas 
opiniones y consideraciones de riesgo con relación a 
litigios en la Justicia Administrativa o Penal. De he- 
cho existía en un caso paralelo al que estamos tra- 
tando, en el cual el procurador del Estado en lo Con- 
tencioso Administrativo se había expresado contrario 
a la posición de la Dirección General Impositiva. O 
sea que ya existía un antecedente en términos de un 
dictamen del procurador del Estado en lo Contencio- 
so Administrativo, que debía tomarse en cuenta a la 
hora de evaluar riesgos en materia de litigios en la vía 
jurisdiccional. En este contexto, el Poder Ejecutivo 
dicta la Resolución, de 15 de noviembre de 2013, por 
la cual dejó sin efecto el acto de determinación conte- 
nido en la Resolución n.” 1521/2009 de la Dirección 
General Impositiva, sus modificativas y ampliatorias, 
las que se revocaron en su totalidad. 


Tal revocación fue condicionada a la renuncia 
expresa por parte de las personas físicas y jurídicas 
afectadas por los referidos actos administrativos, a la 
promoción de cualquier clase de accionamiento para 
obtener reparación por daños y perjuicios, patrimo- 
niales o morales, directos o indirectos, derivados de la 
actuación de la Administración, así como a cualquier 
reclamo de eventuales costas y costos, derivados de 
desistimientos, pedidos de clausura o archivos. Esta 
condición, para que la revocación operara, se verificó 
en los hechos con el dictado de la Resolución de la 
Presidencia de la República, de 21 de noviembre de 
2013, la que declara cumplida la condición estableci- 
da, así como la vigencia y efectividad de la Resolución 
del Poder Ejecutivo de 15 de noviembre de 2013. 


En cumplimiento de lo resuelto por el Poder Eje- 
cutivo, la Dirección General Impositiva se presentó 
ante la jurisdicción civil -Juzgado Letrado en lo Civil 
de Primer Turno-, y anulatoria, Tribunal de lo Con- 
tencioso Administrativo —fichas 351 y 367/2010-, a 
efectos de solicitar la clausura y archivo de los pro- 
cesos. 


Hechas las consideraciones precedentes, puede 
notarse que no hemos hecho referencia a nombres ni 
a montos específicos. Como es sabido, las actuacio- 
nes administrativas por parte de la Dirección General 
Impositiva con relación al contribuyente —por lo que 
se nos ha citado—-, se encuentran amparadas por el 
secreto tributario, como lo establece el artículo 47 del 
Código Tributario. El sigilo fiscal debe ser considera- 
do como un instrumento de credibilidad del Estado. 
El Fisco maneja información, que por su propia na- 
turaleza, integra la esfera de privacidad reservada de 
los contribuyentes, y tampoco puede ocultarse el in- 
terés general que funda la necesidad de esta reserva. 
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Entonces, no es factible que este Ministro exponga 
públicamente la información que tiene carácter re- 
servado. 


No obstante lo anterior, nuestro Ministerio ha re- 
cibido un pedido de informes del señor Legislador 
convocante, en el marco del artículo 118 de la Cons- 
titución de la República, de fecha 11 de diciembre de 
2013. En él se solicitaba el texto de la Resolución del 
Poder Ejecutivo de 15 de noviembre de 2013 y sus 
fundamentos. Dicha solicitud fue respondida el 10 de 
enero de 2014, adjuntando las dos Resoluciones del 
Poder Ejecutivo mencionadas: la E/1343, de 15 de 
noviembre de 2013 y la P/2674, de 21 de noviembre 
de 2013. 


Por lo tanto, a efectos de dejar clara la vocación del 
Poder Ejecutivo de informar de manera transparente 
sobre las actuaciones en cuestión, hemos elaborado 
una ampliación al pedido de informes mencionado, 
que contiene los datos y los montos involucrados. 
Hacemos entrega de ello en esta instancia para que 
el señor Presidente procese oportunamente. La in- 
formación proporcionada al señor Legislador convo- 
cante se encuentra amparada en el secreto tributario, 
y, en consecuencia, tiene el carácter de reservada y 
confidencial. Esta no deja de poseer tal carácter en 
virtud de responderse el pedido de informes. La res- 
ponsabilidad legal respecto de la reserva se mantiene 
y se traslada al señor Legislador convocante. 


Reitero que por esta vía queríamos dejar en cla- 
ro nuestra vocación de transparencia, y dar toda la 
información que, obviamente, el señor Legislador 
convocante merece tener, incluyendo la informa- 
ción reservada, amparada por el secreto tributario, 
de acuerdo con el artículo 47 del Código Tributario. 
Como es de costumbre en estos casos, reitero que se 
informa a través de un pedido de informes y se tras- 
lada al señor Legislador que lo solicita el deber de 
reserva y confidencialidad de la información. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- ¿Me permite una 
interrupción, señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINAN- 
ZAS.- Sí, señor Legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Legislador Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señor Presidente: 
en este mismo acto, digo que no voy a recibir esa in- 
formación. Sé lo que es la confidencialidad. Me tocó 
trabajar en los organismos impositivos. No quiero 
recibir esa información, porque sería muy fácil que 
apareciera y yo quedara como el que la suministró a 
quien no debió haberla suministrado. Agradezco mu- 
cho al señor Ministro pero, reitero, que no la voy a 
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recibir. Quiero que, a sus efectos, conste que no la 
recibo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Ministro de Economía y Finanzas. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINAN- 
ZAS.- Creo que es absolutamente de recibo, y por lo 
tanto, entendemos que el señor Legislador convocan- 
te queda satisfecho con la respuesta brindada en el 
mes de enero a su pedido de informes. 


Con respecto al tema que hemos considerado, por 
aquí terminaríamos nuestra intervención. 


También fuimos convocados para opinar sobre la 
conveniencia y oportunidad de la ampliación edilicia 
de la casa central del BROU, pero entiendo que el 
señor Legislador convocante retiraba esa solicitud. 


Por tanto, quedo a disposición de lo que el señor 
Presidente y la Comisión Permanente dispongan res- 
pecto a ese punto. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR BARÁIBAR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor 
Legislador. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Señor Presidente: en el trá- 
mite de la sesión han ocurrido hechos recientes en 
tiempo real, como el anuncio del señor Ministro de 
que tiene una ampliación de la información confi- 
dencial sobre el caso en cuestión e, inmediatamente, 
tuvimos la respuesta del señor Legislador Lacalle He- 
rrera, quien manifestó que no la va a recibir. 


Teniendo en cuenta que estamos sesionando y se- 
guiremos un rato más voy a mencionar una variante 
simplemente para contemplar los dos aspectos que 
son relevantes. Por un lado, el deseo del Ministerio 
de Economía y Finanzas de ampliar la información 
solicitada por el señor Legislador Lacalle Herrera. 
Por otro, la precaución del Legislador Lacalle Herre- 
ra, creo que razonable, de no recibir la información 
reservada porque, eventualmente, puede trascender, 
y no quiere asumir esa responsabilidad. 


Lo que he dicho hasta ahora son antecedentes. Y 
ahora voy a hacer una reflexión sobre una posibili- 
dad que contemple las dos situaciones. Es posible que 
aquí, en el seno de la Comisión Permanente donde 
todos somos testigos, el señor Ministro entregue la 
información al señor Legislador, y que él la lea, con lo 
cual asume su conocimiento, y en esta misma sesión 
donde todos somos testigos, se la devuelva, con lo cual 
el problema de la confidencialidad deja de existir. 
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Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo sido respondi- 
do el primer punto del Orden del Día por parte del 
señor Ministro de Economía y Finanzas, cedemos 
nuevamente el uso de la palabra al señor Legislador 
Lacalle Herrera para que haga las consideraciones 
que crea oportunas. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señor Presidente: 
quiero agradecer al señor Ministro que se me haya 
enviado muy prontamente la resolución, porque un 
mes para responder un pedido de informes es una 
celeridad encomiable. 


El documento al que ha dado lectura el señor Mi- 
nistro surge prácticamente de los vistos, resultandos 
y considerandos de esa resolución del 15 de noviem- 
bre de 2013. Yo simplemente quiero hacer algún co- 
mentario y decir que hay algunas cosas que, por lo 
menos para mí, no han quedado claras. 


Para empezar, ¡qué chambones los de la DGI! 
¿No? Porque en la Sede penal la desestimaron, la 
prescripción se la corrigieron, el Tribunal de lo Con- 
tencioso Administrativo estaba a punto también -se- 
gún surge de los documentos que poseemos- de dar 
la razón al señor Casal. Es decir, ha habido una tra- 
mitación, hasta de irregularidades notariales, que 
son importantes, porque las pruebas lo son cuando 
son perfectas desde el punto de vista jurídico. Las 
fotocopias generaron una gran facilidad para la ta- 
rea jurídica y administrativa, pero hubo que dotarlas 
de las garantías, porque ¡si sabremos de fotocopias 
superpuestas! Precisamente, días pasados, con res- 
pecto al tema de las barcazas, había documentos no- 
toriamente intercalados y con recortes que figuraban 
en los expedientes. Así que no son materia baladí los 
documentos fotocopiados pero no autenticados, por 
lo menos mientras esté vigente la legislación actual. 


Además, después de que ocurrió todo esto —voy a 
pedir que se envíe copia certificada del expediente 
administrativo—-, me parece extraño realmente que la 
investigación administrativa no haya llegado a ningún 
tipo de responsabilidad. No tengo acá el dictamen —lo 
leyó el señor Ministro—, pero establece algo así como 
inexistencia de diferencias de orden adjetivo y luego 
expresa que hay que mejorar, es decir, hace una ex- 
presión de deseo. Me parece que daba para más, por- 
que se recurrió a una serie de técnicos de los mejores 
estudios jurídicos del país, que supongo habrán co- 
brado sus honorarios —espero que no los hayan hecho 
trabajar gratis, porque acá en el Parlamento tenemos 
la costumbre de hacer trabajar gratis a los mejores 
catedráticos, quienes vienen acá y no se les paga, a 
pesar de mi iniciativa de que se les paguen honorarios 
cuando viene gente cuya hora de trabajo profesional 
vale mucho: hay que respetar el conocimiento y lo 
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que este vale; pido al Ministro que averigúe y me diga 
si estos señores cobraron sus honorarios-; se recurrió 
a la sapiencia, a la experiencia, al conocimiento, de 
lo mejor que hay en materia tributaria o por lo menos 
a un seleccionado de primer nivel, y todo este selec- 
cionado dijo que está todo mal: retroactividad cuando 
no corresponde —y para decir eso no hace falta ser 
un jurista de nota; mal calculada la prescripción; no 
hay factores económicos combinados —-supongo que 
será el famoso tema de los grupos económicos-; la 
actividad no estaba gravada; no era el tiempo —aquí 
se dice la ubicación espacial-; no eran contribuyentes 
del IRIC —y supongo que no estaba vigente la terrible 
y equivocada norma que grava la renta universal, que 
fue un gravísimo error a los efectos de la radicación 
de gente de nuestro país—; y a pesar de todo eso, en la 
investigación administrativa surge que no pasa nada. 
Se dice que hay que mejorar. Solicito al señor Minis- 
tro que me consiga una fotocopia de la resolución que 
leyó, resultante de la investigación administrativa. ¿El 
señor Nelson Hernández se retira como una forma de 
sanción? ¿Se le pide la renuncia? ¿Renuncia volun- 
tariamente ante el mentís que da la Administración 
a su tarea? Me gustaría saberlo. Es un jerarca muy 
importante y puede haberlo hecho por cualquiera de 
estas razones, pero me interesa saber la vinculación 
de su renuncia con este episodio, porque está muy li- 
gado, causaconsecuencia, a cuando se da vuelta toda 
esta tramitación, para terminarla de la manera que 
hemos señalado. 


Por lo tanto, solicito al Ministro que me seña- 
le estos puntos que acabo de preguntar: el primero 
—que no es tan importante, pero igual lo pregunto- y 
el relativo a la vinculación de la renuncia del señor 
Hernández con este episodio, si es que me lo quiere 
decir, porque puede contestarme que no sabe y yo no 
lo puedo... En fin, con lo que conocemos el mecanis- 
mo, a veces nos olvidamos de cómo se llama. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Ministro de Economía y Finanzas, a fin de efectuar 
las consideraciones que crea pertinentes, incluyendo 
las preguntas que se han reformulado. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y 
FINANZAS.- Señor Presidente: se trata de cuestiones 
muy concretas, muy puntuales. Con mucho gusto 
vamos a enviar a la Comisión Permanente y al señor 
Legislador convocante la copia de la resolución de la 
Dirección General Impositiva, que es el resultante 
de la investigación administrativa realizada, en 
la que efectivamente se concluyó que no había 
deficiencias de orden adjetivo en la documentación 
señalada por el señor Fiscal de Gobierno de Segundo 
Turno y, en especial, con referencia a esa discusión 
de la admisibilidad como prueba de las fotocopias 
mencionadas, toda esta discusión de los dos mil vicios 
formales que básicamente refiere a la naturaleza 
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de las fotocopias. Obviamente, no se encontró 
que algún funcionario de la Dirección General 
Impositiva hubiera cometido fraude, dolo o algo por 
el estilo. En el caso puntual y específico del contador 
Nelson Hernández, no es que haya sido retirado de 
la Dirección General de Rentas en el marco de un 
proceso o trámite puntual, sino que fue el devenir 
del cambio de Gobierno, que implicó que el nuevo 
Ministro nombrara a un nuevo Director de Rentas, 
al contador Pablo Ferreri, en un proceso de absoluta 
normalidad; de hecho, el contador Hernández no ha 
renunciado y continúa en funciones, pero no como 
Director General de Rentas. 


Reitero nuestra disposición a enviar a la brevedad 
la copia de la resolución de la Dirección General Im- 
positiva a la que hicimos referencia. 


Quiero consultar a la Mesa si se aprobó algún cri- 
terio para considerar el segundo punto que figura en 
la convocatoria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa quiere explicar 
el criterio que tomó para confeccionar el Orden del 
Día de hoy. 


En primer lugar, la Mesa repartió a todos los Le- 
gisladores la nota que enviara al señor Ministro de 
Economía y Finanzas, con la copia textual de la mo- 
ción aprobada por este Cuerpo, que incluye al final la 
frase “con asistencia del Presidente del referido orga- 
nismo, señor Fernando Calloia”. 


A su vez, es importante aclarar que el inciso pri- 
mero del artículo 119 de la Constitución de la Repú- 
blica establece cómo se resuelven las comparecencias 
en régimen de Comisión General y el inciso final dice: 
“Cuando los informes se refieran a Entes Autónomos 
o Servicios Descentralizados, los Ministros podrán 
requerir la asistencia conjunta de un representante 
del respectivo Consejo o Directorio”. Es decir: “po- 
drán requerir”. Ese fue el criterio que siguió la Mesa. 
La Secretaría trajo otros antecedentes de solicitud de 
comparecencia de un Director de un ente autónomo. 


Sin embargo, cuando se elaboró el Orden del Día, 
eso no se incluyó porque se entendió que es prerro- 
gativa de los Ministros, quienes podrán requerir la 
presencia de los Directores de los entes autónomos. 


(Interrupción del señor Legislador Lacalle Herrera). 


—La Mesa se basó en el criterio establecido en el 
artículo 119 de la Constitución de la República, es 
decir, que es prerrogativa del señor Ministro hacer- 
se acompañar por un Director de un ente autónomo. 
Reitero que ese fue el criterio de la Mesa y por eso 
se estructuró de esta manera. Yo no decidí que no 
se incluyera en el Orden del Día, sino que ha sido el 
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criterio que históricamente se ha venido tomando en 
el Parlamento. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Pido la palabra 
para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Legislador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Entonces, lo 
único que corresponde es preguntar al señor Ministro 
Bergara si impuso al señor Calloia de esta invitación. 


La respuesta la obtuvimos una vez más: a Calloia 
no le sienta bien el clima del Poder Legislativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esto no quiere decir que 
cambiemos el Orden del Día, porque informar de 
los fundamentos jurídicos de la decisión que se ha 
tratado en Sala y de la conveniencia y oportunidad 
de construir la nueva torre del Banco de la República 
=como dice la convocatoria; se verá si es una torre o 
no-— lo resolvió el Cuerpo. Quiere decir que el tema no 
lo sacamos del Orden del Día —esto es una respuesta 
formal a lo que preguntó el señor Ministro—, más allá 
del enfoque que quiera dar el Legislador convocante. 


Por lo tanto, la Mesa entiende que el asunto está 
incluido en el Orden del Día y corresponde que el 
señor Ministro informe. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Legislador. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Señor Presidente: quiero 
decir que fue muy clara su explicación, porque el cri- 
terio adoptado está absolutamente ajustado a Regla- 
mento. 


Quiero recordar —tal vez sea el aporte novedoso— 
que este tema ya fue largamente discutido en una 
interpelación hace unos meses. 


En esa oportunidad —no quiero dar nombres, para 
no complicar el debate—, también se pidió de manera 
perentoria la presencia del señor Calloia, y quedó cla- 
ro que el Parlamento no tiene ninguna facultad para 
convocar directamente a un Director. De acuerdo con 
el artículo 119 de la Constitución de la República, se 
convoca a un Ministro que es quien resuelve si con- 
voca a un Director. 


Por lo tanto, el procedimiento ha sido absoluta- 
mente transparente y, en este sentido, damos por su- 
ficientemente discutido el tema. 


COMISIÓN PERMANENTE 


13 de febrero de 2014 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa no quiso fomen- 
tar un debate, sino simplemente explicó el criterio en 
el que se basó. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Yo quiero saber 
si el señor Ministro impuso de la invitación al señor 
Calloia. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Ministro de Economía y Finanzas. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINAN- 
ZAS.- Efectivamente, se trasladó al señor Presidente 
del Banco de la República la posibilidad de concurrir 
hoy, en el entendido de que no existe una relación 
jerárquica entre el Ministerio de Economía y Finan- 
zas y el Banco de la República y su Directorio. No 
obstante, evaluamos conjuntamente que a efectos de 
lo que estrictamente se solicitaba en la convocatoria, 
que eran las opiniones del Ministerio de Economía 
y Finanzas acerca de la oportunidad y conveniencia 
de la ampliación edilicia de la casa central del Banco 
de la República, la presencia del señor Ministro sería 
suficiente para brindar las opiniones representativas 
del Ministerio. 


Obviamente, habíamos preparado una presenta- 
ción de cierta longitud con respecto a este tema, pero 
creemos que podríamos ser sensibles a lo planteado 
por el señor Legislador convocante y hacer una expo- 
sición extremadamente breve sobre la conveniencia y 
oportunidad de la ampliación edilicia de la casa cen- 
tral del Banco de la República. 


En primer lugar, esto está planteado en el marco 
de un proceso de evolución del Banco de la República 
en la última década. Por lo tanto, para que el Banco 
continúe generando resultados positivos, tanto para 
la institución como para la sociedad en su conjunto, 
y mantenga los componentes de competitividad y de 
capacidad de competencia con respecto al resto del 
sistema financiero, es imprescindible que comience 
un proceso de inversiones de significación en materia 
de infraestructura y de tecnología. El Banco de la Re- 
pública ya está embarcado en un proceso de impres- 
cindible actualización en materia tecnológica. 


Por otra parte, el abandono por años de la infraes- 
tructura física obliga a realizar inversiones de manera 
más o menos rápida. Hay que recordar que la última 
gran obra edilicia que realizó el Banco de la Repúbli- 
ca, que fue la dependencia 19 de Junio, se inauguró 
hace exactamente cuarenta años. De hecho, para ir 
resolviendo los problemas locativos, el Banco de la 
República tuvo que alquilar nuevos locales y ocupar 
lugares destinados a otros fines. 


En ese sentido, se planificó la ampliación edilicia 
de la casa central del Banco de la República, en el 
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marco de un proceso que incluyó, además, la inau- 
guración de tres nuevas dependencias y la remodela- 
ción de otras, previéndose para el próximo ejercicio, 
inclusive, las nuevas agencias Centro y Buceo. 


Creo que esto hay que analizarlo en la perspectiva 
evolutiva de la institución, en el enorme incremento 
de activos y pasivos, es decir, de créditos y depósitos, 
y en el aumento de clientes que se ha verificado en 
los últimos diez años. 


Creemos que en el marco de un proceso que con- 
sideramos absolutamente transparente y que se inició 
en agosto de 2006, este proyecto de ampliación edili- 
cia da las garantías en materia procedimental. 


Por lo tanto, en términos generales, compartimos 
la conveniencia de llevar adelante esta ampliación 
edilicia, porque además buena parte de la casa cen- 
tral del BROU ya ha dejado de funcionar a los efectos 
del negocio bancario. Como todos sabemos, va a estar 
destinado a actividades culturales, ya sea como mu- 
seo de artes plásticas, etcétera. 


Con respecto al tema de la oportunidad, se nos 
informó que el Presidente de la República y el Pre- 
sidente del Banco de la República acordaron no 
avanzar en la realización de las obras, al menos has- 
ta fin de año. Aquí trasladamos una visión del Poder 
Ejecutivo en términos de oportunidad. Reitero que 
nosotros estamos absolutamente convencidos de la 
conveniencia de la realización de este edificio, y plan- 
teamos que desde el Poder Ejecutivo, en términos de 
oportunidad, se piensa que la realización de las obras 
no deberían llevarse adelante hasta fines de este año, 
al menos. 


Esta es una síntesis de lo que teníamos pensado 
plantear con respecto al tema y lo hicimos de esta 
manera en atención a lo manifestado en Sala por el 
señor Legislador convocante. 


SEÑOR ABDALA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Legislador. 


SEÑOR ABDALA.- Señor Presidente: empiezo rá- 
pidamente por despejar un aspecto vinculado con el 
tema que recién abordaba el señor Ministro, que tie- 
ne que ver con el Banco de la República Oriental del 
Uruguay y con las actitudes que por acción u omisión 
ha adoptado su Presidente. En ese sentido, coinci- 
dimos y suscribimos íntegramente lo que planteaba 
el señor Legislador Lacalle Herrera y, por supuesto, 
rechazamos enfáticamente la ausencia del señor Ca- 
lloia en la sesión del día de hoy, en una suerte de 
nuevo desaire y desconocimiento de la representati- 
vidad del Parlamento. Rechazamos esa ausencia con 
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el mismo énfasis y con la misma contundencia con 
la que rechazamos su presencia en el Directorio del 
Banco de la República Oriental del Uruguay a esta 
altura de las circunstancias. 


El señor Ministro es responsable políticamente 
esta es una reflexión objetiva—- de los actos u omi- 
siones de determinados organismos, en este caso del 
Directorio del Banco de la República Oriental del 
Uruguay, más allá de que no lo sea desde el punto de 
vista subjetivo. Entonces, debe rendir cuentas, como 
lo está haciendo el señor Ministro ante este Parla- 
mento, por la inversión a la que aquí se ha hecho 
referencia. Por supuesto, él también es responsable, 
en nombre del Poder Ejecutivo que integra, de lo 
que considero un hecho grave para la democracia y 
la institucionalidad política, que es la permanencia 
del Presidente del Banco de la República Oriental del 
Uruguay a esta altura de las circunstancias en el car- 
go que detenta. Más allá de la regularidad jurídica 
que esto pueda tener y que, eventualmente, se pueda 
invocar, es evidente que el sistema judicial, a través 
del ejercicio de su competencia por medio de un se- 
ñor Fiscal actuante, ha solicitado el procesamiento 
del señor Calloia porque ha entendido que hay ele- 
mentos de convicción o indicios suficientes como 
para proceder a ello en determinada causa. Más allá 
de la vigencia del principio de inocencia hasta que 
se produzca una sentencia de condena, desde nues- 
tro punto de vista, esto está generando una sospecha 
que ya no recae solo sobre el señor Calloia, sino tam- 
bién sobre el Directorio del Banco de la República y 
sobre el propio Gobierno en su conjunto. De eso es 
responsable político ante este Parlamento el Ministro 
de Economía y Finanzas, es decir, de las acciones y 
omisiones de los entes autónomos que están bajo la 
órbita de su competencia. 


Por otra parte, sobre el otro tema, queremos se- 
ñalar que el debate que ha propuesto el señor Le- 
gislador Lacalle Herrera es de enorme importancia; 
tiene que ver con el Estado de derecho; tiene que ver 
con el principio de igualdad previsto en el artículo 8." 
de la Constitución de la República y, en particular, 
con el principio de igualdad ante las cargas públicas, 
que se supone es un principio que sirve de garantía 
para todos los contribuyentes sin distinción. A esta 
altura del debate, advertimos que, de acuerdo con los 
elementos y los antecedentes que aquí se han pues- 
to encima de la mesa y en función de las respuestas 
de enorme fragilidad —lo digo con todo respeto, pero 
con gran convicción- que hemos escuchado del Poder 
Ejecutivo, la Administración Tributaria y el Gobierno 
nacional han violado el principio de la igualdad ante 
las cargas públicas. 


No nos han tratado a todos los contribuyentes por 
igual. En esta afirmación no estoy solo; me acompa- 
ñan ni más ni menos que los dos Fiscales de Gobier- 
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no actuantes en todo este proceso de determinación 
tributaria, como aquí quedó de manifiesto. Me refiero 
al señor Fiscal doctor Borrelli, quien dijo que la tra- 
mitación del expediente de Casal no fue normal, y al 
doctor Miguel Toma, ex-Secretario de la Presidencia 
de la República durante el gobierno del doctor Tabaré 
Vázquez, que habló de falta de objetividad; inclusive, 
llegó a decir —tal vez no en su dictamen pero sí en 
algunas declaraciones que brindó ante la Justicia del 
Crimen Organizado cuando compareció como inda- 
gado en función de una denuncia penal de la que fue 
objeto, que claramente hubo intención —según él- 
de las autoridades de la Dirección General Impositi- 
va de entonces —es decir, de esta Administración- de 
perjudicar al señor Casal. 


Curiosamente, después de que el señor Fiscal 
Toma interviene, hay una serie de coincidencias y 
casualidades, de marchas y contramarchas; por su- 
puesto, no puedo atribuir intenciones, pero llaman 
poderosamente la atención. Casualmente, quien dijo 
o adujo que la Dirección General Impositiva quiso 
perjudicar al señor Casal, después recomienda al Go- 
bierno un temperamento, que este siguió, que ter- 
minó beneficiando al señor Casal. No sé aquí quién 
tiene la razón y quién no la tiene. Los Legisladores, 
como titulares de la potestad tributaria, tenemos el 
deber de controlar que el Gobierno haga lo que tiene 
que hacer, que es cobrar los impuestos que manda 
la ley. Y la Administración Tributaria, a la hora de 
aplicar esos impuestos y recaudarlos, debe actuar en 
función del principio de igualdad que repito, a mi jui- 
cio, se ha quebrantado claramente. Lo que tengo cla- 
ro es que ha habido una disparidad de tratamientos 
y una determinación de la actuación administrativa 
en función de quién era el contribuyente que esta- 
ba del otro lado del mostrador. Me parece que esa es 
una realidad que rompe los ojos y que a esta altura es 
muy difícil que el señor Ministro sea capaz de despe- 
jar esta duda o, eventualmente, de fundamentar este 
cuestionamiento. 


A mí se me debe explicar y al país se le debe ex- 
plicar -y es lo que el señor Ministro no ha hecho- por 
qué ni más ni menos que la determinación de una 
deuda tributaria de más de cien millones de dólares 
terminó condicionada o sujeta al criterio y al pro- 
nunciamiento de un Profesor Adjunto Grado III de 
la Cátedra de Derecho Tributario, que fue quien el 
Gobierno contrató, no para asesorarse en términos 
abstractos sobre determinado aspecto del Derecho 
Tributario, sino para que ese académico, ese profesor 
privado, que además integra un estudio jurídico que 
es contraparte del Estado, del Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas y de la propia Dirección General Im- 
positiva, en innúmeros asuntos, en última instancia, 
definiera, como una especie de árbitro superior, si el 
señor Casal debía a todos los uruguayos por concepto 
de tributos esa suma de dinero o no se la debía. Eso 
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fue lo que aconteció, y en términos que no registran 
antecedentes. El ex-Ministro Lorenzo, que fue quien 
tomó esta decisión, confesó en el ámbito de la Justicia 
del Crimen Organizado, donde también compareció 
como indagado a raíz de este asunto por una denuncia 
penal que después se archivó, que no tuvo más reme- 
dio que contratar a este asesor porque, curiosamente, 
cuando el expediente llegó al Ministerio de Economía 
y Finanzas para la resolución del recurso jerárquico, 
quien estaba al frente de la Asesoría Tributaria era el 
contador Hernández, que era quien había tomado la 
decisión anteriormente como titular de la Dirección 
General Impositiva. Eso es un argumento aparente, 
por no decir algo más grave, porque la Asesoría Tri- 
butaria la integra también el señor contador Serra, 
aquí presente, que desde el punto de vista técnico y 
tributario es de la misma jerarquía académica. Todos 
quienes la integran tienen una enorme jerarquía y re- 
presentatividad intelectual en cuanto al ejercicio del 
Derecho Tributario. Y también la integran otros técni- 
cos; además, están los cuadros de la DGI, en los que el 
país ha invertido muchísimo dinero para su capacita- 
ción y tienen exclusividad, porque se pagan muy bue- 
nos sueldos para que la Dirección General Impositiva 
asesore como debe hacerlo- al Gobierno Central a la 
hora de definir la política tributaria, las determinacio- 
nes tributarias y la aplicación del Derecho. 


Inclusive, el ex-Ministro Lorenzo tuvo que recono- 
cer que es la primera vez en la historia de la Dirección 
General Impositiva que se contrata a un particular 
para que determine una deuda. Todos sabemos que la 
abogacía del Estado -que es un tema bien polémico; 
hoy no daría el tiempo para abordarlo-, naturalmen- 
te, admite opiniones contrarias en cuanto a si está 
bien que el Estado contrate abogados para que lo re- 
presenten en juicios; todo eso es un gran debate. Pero 
que el Estado contrate un abogado para que determi- 
ne una deuda -que es una función administrativa, 
por definición, indelegable, como la recaudación-, 
con relación a un deudor de estas características y a 
ese monto, no solo no registra antecedentes sino que, 
francamente, me parece absolutamente injustificable 
y muy difícil de fundamentar. 


Estamos hablando de una actividad que es regla- 
da, de un acto administrativo que, por definición, es 
de Derecho Público y no puede privatizarse ni ter- 
cerizarse, ya que quien determina las deudas es la 
Administración, y debe hacerlo en función de lo que 
manda la ley, de manera objetiva, reglada y abso- 
lutamente transparente. A mi juicio, a todo esto le 
ha faltado transparencia; y eso no lo digo yo, sino el 
propio doctor Toma. En un dictamen que me tomé 
el trabajo de leer en el día de ayer, francamente, lo 
único que hace es alimentar las dudas, porque dice 
que hay como una especie de combate procesal en- 
tre las partes, una especie de animosidad de parte 
de las autoridades y que los representantes de la DGI 
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se dejaron llevar por la emoción y el apasionamiento. 
Que un Fiscal de Gobierno diga estas cosas de los 
gobernantes y de la Administración y que, además, 
recomiende a esta iniciar una investigación por esos 
hechos, es de una gravedad inusitada. Además, esto 
acontece en el riñón del Gobierno, es decir, en el Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas, y en la conducción 
de la política fiscal y de la actividad recaudatoria del 
país. Esto es realmente grave. 


¿Qué hicieron el Poder Ejecutivo y el Ministerio 
de Economía y Finanzas con esta recomendación del 
señor Fiscal de Gobierno, quien habla en nombre del 
interés público, ya que esa es la función de los fiscales: 
actuar en nombre del Ministerio Público? ¿Tomaron 
alguna medida correctiva? El señor Legislador Laca- 
lle Herrera preguntó si el traslado o la remoción del 
contador Hernández tiene que ver con esto y el señor 
Ministro respondió con evasivas. Y yo quisiera agregar 
una consulta: si la realidad era tan grave y tan compli- 
cada —como constató el doctor Toma, a tal punto que el 
Gobierno le hizo caso y contrató una opinión privada; 
además, el señor Ministro acaba de decir que se guían 
por los asesoramientos, entre otros, de los señores Fis- 
cales de Gobierno-, si el doctor Toma estaba en lo cier- 
to, si fue razonable en su planteo, objetivo y criterioso, 
el contador Ferreri no debería seguir en su cargo en 
este momento. Si bien esta decisión se adoptó bajo la 
Administración del contador Hernández, el señor Mi- 
nistro no hizo referencia a que el contador Ferreri, en 
octubre de 2010, como Director de la Dirección Gene- 
ral Impositiva, dictó otra resolución ratificando la pre- 
tensión del Estado de cobrar esta deuda e, inclusive, 
actualizando sus montos. 


Entonces, cuando el doctor Toma dice que hubo 
animosidad, que se perdió la objetividad y que se quiso 
perjudicar a Casal, ¿se incluye a Ferreri o no? ¿Quizás 
Ferreri queda excluido porque es de interés del Go- 
bierno mantenerlo en su cargo? La cobija tapa de un 
lado y destapa del otro, pero evidentemente todo no 
se puede. Por lo tanto, o nos valemos de la opinión del 
doctor Toma para cambiar el curso del expediente, con 
la animosidad inicial por medio de la cual se pretendía 
meter preso al señor Casal y cobrarle una deuda que 
se supone que no estaba obligado a pagar, es decir, ir 
hasta el hueso, y todo lo anterior es nulo y se debe re- 
mover a los responsables de la DGI, inclusive, al conta- 
dor Ferreri, o esto no es así y no contratamos al doctor 
Albacete sino que, simplemente, seguimos el criterio 
de que la Dirección General Impositiva, que es el orga- 
nismo especializado y ejerce la asesoría tributaria del 
Ministerio de Economía y Finanzas —el contador Serra 
está presente y capaz que puede arrojar luz sobre esta 
discusión—, asesora y determina, y en función de eso la 
DGI reclama lo que tiene que reclamar. 


Señor Presidente, creo que estamos frente a un 
hecho grave, más allá del monto de la deuda -que 
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no es menor- y de la condición pública y reconocida 
del contribuyente, el señor Casal, que todos sabemos 
que es fuente de polémica y discusión para todos los 
uruguayos. 


El doctor Toma, en su segundo dictamen, pidió la 
revocación de la resolución y dijo, apoyándose en el 
doctor Albacete, que no había delito de defraudación 
tributaria —i¡muy bien!- por el argumento que expre- 
saba el señor Ministro, de que como el contribuyente 
entendía que no debía tributar, no podía imputársele 
por eso delito alguno y que, en este caso, no se le 
puede imputar el delito de defraudación tributaria. 


Ahora bien, ¿qué pasa con la deuda? Lo manifes- 
tado por el doctor Albacete es bastante ambivalente, 
porque no es categórico ni contundente; además, yo 
no sé si proporcionó elementos que la Administración 
no estuvo en condiciones de apreciar con anteriori- 
dad. El doctor Toma —citando al doctor Albacete- dice 
que no se puede soslayar que a lo largo de su estudio, 
el experto —o sea, Albacete— plantea dudas acerca de 
si acaeció el hecho generador de los tributos reclama- 
dos y si nacieron las consiguientes obligaciones tribu- 
tarias. Pero tampoco se juega demasiado. Entonces, 
nos encontramos en medio de esa inconsistencia con 
relación a este asunto que, por supuesto, tiene reper- 
cusiones desde el punto de vista de la pérdida fiscal 
o desde el punto de vista del interés del Estado como 
recaudador de tributos pero, al mismo tiempo —capaz 
que es más grave todavía porque eso es incuantifica- 
ble desde el punto de vista económico-, creo que tie- 
ne consecuencias sobre la propia vigencia del Estado 
de Derecho, sobre las garantías individuales de todos 
los ciudadanos y sobre el derecho y, a contrario sensu, 
el deber que tiene la Administración de tratarnos a 
todos por igual, de tratar igual al grande que al chico, 
al poderoso que al indefenso. Y si, eventualmente, se 
hace una diferencia, debe hacerse para proteger al 
débil y al indefenso y no al poderoso y al rico. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 
—Ya termino, señor Presidente. 


Las leyes, obviamente, tienen el valor de lo objeti- 
vo y el principio de igualdad es un principio caro en 
nuestro Derecho, y en materia tributaria se realiza a 
través de la igualdad ante las cargas públicas. 


Entonces, diría que por la anormalidad que de- 
nunciaba Borrelli, por la falta de objetividad que de- 
nunciaba Toma y por lo que ha quedado claro en este 
trámite parlamentario en cuanto a que no se han se- 
guido criterios objetivos de tratamiento hacia todos 
los contribuyentes, el Gobierno, claramente, ha vio- 
lado ese principio y lo ha hecho en reiteración real. 


Gracias, señor Presidente. 
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SEÑOR LACALLE HERRERA.- ¡Muy bien! 
SEÑOR YANES.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Legislador. 


SEÑOR YANES.- Señor Presidente: no solicité 
una interrupción porque no quería que el señor Le- 
gislador Abdala perdiera el hilo de su exposición, pero 
se tocaron algunos temas que, a la hora de informar- 
se, no venían al caso. 


Por ejemplo, se profundizó en el pedido de 
procesamiento a una persona por abuso de funciones, 
y me llama la atención que lo haga un herrerista. 
¿Sabe por qué, señor Presidente? Porque los 
herreristas saben bien que cuando se dijo que había 
una embestida baguala, este Legislador —cuando no 
lo era— no fue parte de ella; cuando esa embestida 
baguala anduvo por Canelones, este Legislador no 
participó de ella. 


Y me llama la atención porque el Herrerismo tuvo 
a una persona que fue Ministro, que fue procesada 
por abuso de funciones y que, luego de su muerte, fue 
sobreseída por la Justicia. 


Entonces, a aquellos que dicen haber sufrido si- 
tuaciones de las que después, por la vida, la historia 
y el sistema, fueron reinvindicados, pido —creo tener 
el derecho; los herreristas de mi departamento sa- 
ben bien de lo que estoy hablando- que de alguna 
forma, cuando se planteen nombres de personas, se 
expongan dudas sobre su actuación o se utilice lo 
que la Justicia o el sistema está procesando, sepan 
que en algún momento también reivindicaron que se 
trataba de seres humanos que hasta tanto no termi- 
nara el proceso judicial, se considerara su situación 
y no cosa juzgada. En este caso, una de las personas 
que se ha estado mencionando públicamente desde 
hace varios meses —-cuyo nombre se ha mencionado 
ahora en Sala- es el Director del Banco República, 
el contador Calloia, a quien no me une ningún otro 
elemento que no sea el formar parte de mi Gobier- 
no; en lo personal lo conozco muy superficialmente, 
por actividades políticas y sociales, y nada más. Por 
las dudas, como lo dijo hace poquito el señor Se- 
nador Lacalle Herrera, haciendo referencia a una 
frase del General Seregni, también sobrevuela o sub- 
yace el nombre de un amigo mío, Fernando Lorenzo. 
Como no quiero ser parte de una cancha embarrada, 
apelo a la discusión por lo alto —como el Herrerismo 
plantea muchas veces- y a la excelencia —término 
que el Herrerismo y el doctor Lacalle muchísimas 
veces han utilizado- y pido, por la amistad y el res- 
peto que nos tenemos, que recordemos que muchas 
veces han sido procesadas por abuso de funciones 
personas que luego el mismo sistema ha sobreseí- 
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do, habiéndoles hecho pasar, a ellos y a sus fami- 
lias, momentos desagradables que nadie quiere para 
sí mismo. 


SEÑOR ABDALA.- ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR YANES.- Sí, señor Legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Legislador. 


SEÑOR ABDALA.- Señor Presidente: con el 
mismo tono respetuoso y reflexivo con que el señor 
Diputado Yanes se está refiriendo a este tema —no nos 
sorprende porque lo conocemos bien-, quiero aclarar 
el alcance de mis dichos. Por cierto, en ningún mo- 
mento quise —y no lo hice- condenar anticipadamen- 
te a nadie de ningún delito; para eso está la Justicia. 
Obviamente, el pedido de procesamiento no implica 
la condena anticipada y hasta que no se produce la 
sentencia condenatoria —así lo dije—-, el principio de 
inocencia obviamente ampara y garantiza los dere- 
chos de todos los indagados e imputados. 


Lo que sí dije —y es una valoración de carácter 
político que reafirmo- es que desde mi punto de vis- 
ta, en la medida en que ha sido solicitado el proce- 
samiento del señor Presidente del Banco de la Re- 
pública Oriental del Uruguay por parte de un señor 
fiscal actuante en el entendido de que se ha reunido 
por lo menos semiplena prueba de que ha cometido 
un delito con voluntad y conciencia de lo que esta- 
ba haciendo —la Justicia determinará si esto es así o 
no-, esas son circunstancias que justifican que deba 
apartarse de su cargo, por la misma razón que el ex- 
Ministro Lorenzo renunció en una situación equiva- 
lente en ese mismo momento. El señor Presidente del 
Banco República no lo ha hecho y considero que esto 
le hace un grave daño a la actividad política. Lo digo 
con total claridad, con total frontalidad y con la mejor 
sana intención. Se podrá coincidir o no, pero ese fue 
el sentido de mis palabras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Legislador Yanes. 


SEÑOR YANES.- Señor Presidente: agradezco al 
señor Diputado Abdala, pero reiterar algunos elemen- 
tos que ya había escuchado con atención no exime la 
opinión que había tenido al respecto. 


No voy a referir a las razones que tuvo el ex- 
Ministro Lorenzo para renunciar ni a aquellas por 
las cuales el Presidente del Banco República ha 
decidido no hacer lo mismo. Yo tengo mi opinión 
sobre la institucionalidad y sobre lo oportuno o no 
de cada cosa y lo discutiré en algún otro momento. 
Acá tenemos nada más ni nada menos que al jerarca 
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que tiene los elementos para dar las respuestas; y si 
lo que se quiere son las respuestas y la información, 
en el Parlamento nacional se tienen los mecanismos 
para pedirlas. Ahora, si a la persona a la que estamos 
haciendo referencia no la queremos ni ver, ¿para 
qué insistir tanto con que venga al Parlamento? 
¿Para que el titular sea si va o no el Presidente del 
Banco República al Parlamento? ¿O lo importante es 
saber lo oportuno o no de tener un edificio del Banco 
República y tal o cual información para desarrollar 
una actividad? Me parece que a veces el debate se 
basa más en lo accesorio que en lo importante. Para 
mí, en este caso, lo accesorio es si la persona está o 
no está vinculada. Otros pueden vincular otra cosa, 
pero si acá se tiene a un jerarca de Gobierno que 
puede dar la información, saquemos la información, 
despejemos todos los adornos y chirimbolos del 
arbolito de Navidad y vayamos al centro del asunto 
que es informarnos de lo que está haciendo el 
Gobierno. Emitamos juicios políticos sobre ese acto 
y ese hecho; querer ver a Calloia es parte de un 
planteamiento político que de alguna forma genera 
fotografías o titulares de prensa. No es mi caso. Si 
lo que se quiere es informarse para poder legislar 
cumpliendo con nuestra función, que esté o no un 
jerarca no es importante si su jerarca superior, que 
tiene la responsabilidad y la posibilidad de hacerlo, 
nos informa correctamente. Eso es lo importante. 


Muchas gracias. 
SEÑOR SEMPRONI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Legislador. 


SEÑOR SEMPRONI.- Señor Presidente: no voy a 
entrar a considerar y a opinar sobre las respuestas da- 
das por el señor Ministro que fueron más que claras, 
contundentes y documentadas acerca de cada uno de 
los puntos sobre los que se le interrogó. 


Acá se suscitó el debate con respecto a por qué no 
venía Calloia y la Mesa dio una muy certera y precisa 
explicación sobre el tema; inclusive, en alguna inter- 
vención primera del miembro convocante, sus propias 
expresiones estaban demostrando que la decisión de 
la venida o no del Presidente del Banco República 
dependía de la decisión del Ministro. Ya fue despejado 
el asunto con respecto a si se le había informado o no 
al señor Ministro, y para eso se repartió copia de la 
convocatoria. 


Por otra parte, el artículo 119 de la Constitución 
=nos vamos a referir al tema constitucional, a su 
interpretación, más allá de que entremos en la 
polémica sobre si lo político está por encima o no 
de lo jurídico- es clarísimo. Lo voy a leer para que 
conste en la versión taquigráfica, no porque los 
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integrantes de este Cuerpo no lo tengan —lo tenemos 
todos—, sino para refrescar la memoria, aferrándome 
a aquel refrán que dice que lo que abunda no daña. 
El artículo 119 dice: “Cada una de las Cámaras 
tiene facultad, por resolución de un tercio de votos 
del total de sus componentes —esto está establecido 
para dar garantía a las minorías- de hacer venir a 
Sala a los Ministros de Estado para pedirles y recibir 
los informes que estime convenientes, ya sea con 
fines legislativos, de inspección o de fiscalización, 
sin perjuicio de lo dispuesto en la Sección VIII.- 
Cuando los informes se refieran a Entes Autónomos 
o Servicios Descentralizados -que incluye el caso en 
debate— los Ministros podrán requerir la asistencia 
conjunta de un representante del respectivo Consejo 
o Directorio”. 


Está clarísimo lo que establece la Constitución a 
través del artículo 119; la decisión de si un jerarca 
concurre o no, al margen de que conozca la convoca- 
toria o no —acá era notoria la inclusión del pedido del 
convocante para que Calloia estuviera—, es del res- 
ponsable del Ministerio respectivo, en este caso, del 
señor Ministro Bergara, quien entenderá si los ele- 
mentos que posee en cuanto al funcionamiento de su 
Ministerio son claros y abundantes para contestar lo 
que se le pueda preguntar sobre el tema. 


No entiendo por qué hemos calificado como “to- 
rre” al edificio del Banco República; será que mira- 
mos un poco para atrás y nos acordamos de viejas 
polémicas sobre torres; lo que yo veo de este edificio 
es bastante chato, de torre no tiene nada, pero esta es 
una acotación al margen. 


El problema que tenemos acá es que el Presidente 
del Banco República es un buen blanco. No blanco 
del Partido Nacional —el Legislador Lacalle Herrera 
dice que no-; es un buen blanco para que le apunten 
y digan: “Hay que tirar contra Calloia”. Seguramente, 
lo que se ha buscado —de ahí los reclamos, los ca- 
lificativos y las explicaciones- era montar un show 
mediático. Esta es mi interpretación; no estoy com- 
prometiendo a nadie... 


(Murmullos. Campana de orden). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicitamos a los señores 
Legisladores que hagan silencio. 


Puede continuar el señor Legislador Semproni. 


SEÑOR SEMPRONI.- Gracias, señor Presidente, 
por ampararme en el uso de la palabra, aunque yo soy 
de los que normalmente... Mire cómo el señor Legis- 
lador dice que tengo razón; por lo menos, encontró 
que una vez tengo razón en algo. 
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Me parece importante dejar claro que el Ministro 
respondió. Habló de las razones y podemos dar otras. 
Estamos hablando de la reestructura de una Ciudad 
Vieja que necesita adecuarse a lo que el país quiere 
ser en materia de turismo y de nuestro Banco Repú- 
blica; por consiguiente, me parece muy importante 
que se construya un edificio de primera categoría, 
que ofrezca un buen servicio a sus clientes y que se 
ponga a tono con el Banco, que representa casi el 
75 % —no tengo el dato exacto- de la actividad banca- 
ria del país. 


Reitero que el Ministro dio una respuesta clarísi- 
ma, en el marco de lo que dice el artículo 119 de la 
Constitución. Siento mucho por los que no pudieron 
apuntar al blanco de Calloia. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Legislador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: quiero for- 
mular unas breves consideraciones con respecto al 
asunto que se ha debatido hoy. 


Antes que nada, señalo que, a mi criterio, ha 
hecho muy bien el señor Legislador Lacalle Herre- 
ra al promover la convocatoria al señor Ministro de 
Economía y Finanzas y sus asesores para hablar del 
tema que se ha tratado aquí, porque hemos pasado 
de que un contribuyente que, aparentemente, debía 
US$ 100:000.000, al final no debe nada. Creo que 
un cambio tan brusco merecía explicaciones. Sabe- 
mos que en todos los órdenes de la actividad huma- 
na se cometen errores; es inevitable, y puede ocu- 
rrir en la Administración Pública, en la DGI y en 
cualquier otro lado, pero pasar de que alguien debía 
US$ 100:000.000 a que no debe nada, es demasiado, 
aun para los márgenes de error propios de cualquier 
actividad humana. Por eso, era necesario que se ana- 
lizara y se examinara, como se ha hecho en la maña- 
na de hoy, en la Comisión Permanente. 


El señor Ministro ha expuesto una relación su- 
cinta y precisa de los antecedentes administrativos, 
que llegan a la conclusión de que el contribuyente 
nada debía y lo que correspondía era declararlo así 
y revocar los actos administrativos que antes habían 
dispuesto otra cosa. Pienso que hay que detenerse 
en esto y reflexionar al respecto porque años atrás, 
cuando empezó este asunto y la DGI dijo que Casal 
debía y, además, lo denunció penalmente, uno de 
los comentarios que se escuchaban a nivel popular 
—no interesa ahora si lo dijo o no alguna figura, o 
algún medio de prensa- era: “En este país se ter- 
minaron los intocables. No hay más intocables”. Lo 
recordarán, seguramente, los señores Legisladores. 
Lo que estaba implícito en ese comentario era que 
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antes había intocables; que, por ejemplo, durante 
los gobiernos colorados, a Casal no se le cobraba 
nada; que la DGI no le cobraba impuestos porque 
era intocable, vaya a saber como consecuencia de 
qué espurios pactos con los gobernantes de antaño, 
y que, luego, cuando vino un gobierno honesto, se 
terminaron los intocables y a Casal, no solamente 
se le querían cobrar impuestos sino que, además, 
se lo denunciaba penalmente porque habría cometi- 
do, en esa forma de ver las cosas, algún delito. Todo 
esto abonaba esa idea de que antes estábamos en el 
plano de las corruptelas o la corrupción y que des- 
pués había venido la honestidad, la seriedad, la rec- 
titud administrativa, la defensa del interés público 
por sobre todo. Siguen pasando los años y termina- 
mos en esto: la denuncia penal archivada, algunos 
actos administrativos anulados y otros revocados, 
y estamos averiguando quién se equivocó y donde 
está, porque el error fue monumental. Le erraron en 
US$ 100:000.000; le erraron en decir que debía 
quien, en definitiva, resultó que no debía nada. 


Claro, para demostrar el error de la DGI, este con- 
tribuyente —cuyo nombre no importa- tuvo que hacer 
ingentes esfuerzos y recabar la asistencia de algunos 
de los profesionales más distinguidos de nuestro me- 
dio: abogados, contadores, etcétera. Por supuesto, 
estuvo muy bien en proceder así, puesto que sus ho- 
norarios seguramente no llegaron ni a una fracción 
importante de los US$ 100:000.000 que querían co- 
brarle. De todos modos, uno piensa en qué situación 
se encuentra el pequeño comerciante, el pequeño 
empresario, que no puede recurrir a esos asesora- 
mientos costosos y, a veces, le caen determinacio- 
nes tributarias que pueden estar tan afectadas por el 
error como lo estuvo esta; lo que le queda a ese señor 
es pagar o, como se ha dicho gráficamente, ir a llorar 
al cuartito. En todas las actividades hay que trabajar 
para evitar los errores, para corregirlos, para mejorar 
el propio desempeño y, naturalmente, de todo esto 
resulta que la DGI tiene que hacer un gran esfuerzo 
en ese sentido, porque errores como este son abso- 
lutamente excepcionales en los cuadros del Estado 
uruguayo, en los que se cometen errores pero no de 
esta magnitud. 


Está muy bien que se procure rectificar lo que 
debe ser rectificado y, en ese sentido, es correcto 
el proceder de la Administración, que no se enca- 
pricha en lo que vino a quedar demostrado que era 
erróneo sino que procura subsanar el error, corre- 
girlo. Todo eso está muy bien y así debe señalarse, 
porque la Administración está obligada a proceder 
siempre conforme a derecho y si advierte que se 
ha equivocado, aun de oficio debe corregir el error, 
como enseñaba Sayagués Laso. De todos modos, no 
podemos pasar por alto lo que señalaba con énfasis 
y con acierto el señor Legislador Abdala en el sen- 
tido de que se acude, para ilustrar técnicamente a 
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la Administración, a un abogado ajeno a los cua- 
dros funcionales del Estado. En un tema de esta 
magnitud e importancia, se da prácticamente el ca- 
rácter de árbitro a un abogado en ejercicio de su 
profesión; no estamos hablando de un viejo profesor 
retirado, que da su opinión desde la distancia y la 
sabiduría que dan la ajenidad a las contiendas de 
la vida cotidiana, sino de un prestigioso abogado, 
de un estudio importante, en pleno ejercicio de su 
profesión, al que le dicen: “Opine, señor, porque va- 
mos a hacer lo que usted diga”. Uno puede llegar a 
entender que esto pueda ocurrir en algún campo 
especializado o poco conocido del derecho, más allá 
de que esté bien o mal, pero en materia tributaria, 
nada menos, con todo el esfuerzo que se ha hecho 
en los últimos años para fortalecer a la DGI, llama 
la atención que cuando llega una hora decisiva no 
se pueda apelar a los propios cuadros de la DGI sino 
que se haya tenido que consultar a un abogado ex- 
terno. Me parece que no es un buen antecedente, 
que no es una manera adecuada de proceder. Hay 
temas en los que el Estado no puede renunciar a 
tomar las decisiones en función del criterio y la opi- 
nión de sus propios funcionarios. Este es uno de 
estos campos. ¿Qué pasará si mañana, en algún otro 
asunto, alguna persona patrocinada por este abo- 
gado que se consultó litiga con los abogados de la 
DGI? Los abogados de la DGI pensarán dos veces 
antes de contrariar la opinión de este prestigioso 
colega abogado, porque saben que cuando llega el 
momento de decidir asuntos cruciales lo consultan 
a él. ¿Qué sentido tiene que un abogado del Estado 
enfrente a un profesional de ese porte si sabe que 
después la Administración lo llama, lo consulta y ac- 
túa según lo que él dice? ¿Cómo puede pesar la ar- 
gumentación de los abogados de la DGI frente a los 
argumentos de este abogado en la cabeza del Juez 
que deba decidir un asunto si, al igual que la ciu- 
dadanía, el Juez va a saber que en un tema de esta 
importancia se llamó a ese abogado para estar a lo 
que él indicase en su dictamen? No leí el dictamen 
ni la opinión del doctor Toma, porque no he tenido 
acceso a esos antecedentes; simplemente, opino en 
función de lo que se ha dicho en el curso de la se- 
sión de hoy. Creo que estas son las cosas en las que 
el Estado tiene que reivindicar que actúa con sus 
funcionarios y según su criterio. Está muy bien que 
haya otras opiniones y llegado el momento el Juez 
de la causa o el Tribunal de lo Contencioso Admi- 
nistrativo decidirán lo que corresponda. No obstan- 
te, en materia tributaria no estoy de acuerdo con el 
hecho de consultar de esta manera, con carácter 
poco menos que de árbitros, a abogados ajenos a los 
cuadros funcionales del Estado. 


Hay un último aspecto que deseo señalar. Ha que- 
dado claro en el curso de la sesión de hoy algo que me 
parece importante y positivo, que debe subrayarse. 
Me refiero a que el Gobierno entiende que cuando un 
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Legislador solicita información que todos estamos de 
acuerdo en que es reservada porque está amparada 
nada menos que por el secreto tributario, que es una 
institución arraigada y consolidada en Uruguay, de 
todos modos, debe entregar la información. El señor 
Ministro de Economía y Finanzas la puso a disposi- 
ción del señor Legislador Lacalle Herrera y, más allá 
de las razones perfectamente válidas que este alegó 
para no recibirla, lo importante es la actitud del Go- 
bierno. 


Esto es positivo y creo que es la forma de ir acor- 
dando procedimientos cuando el Parlamento, que 
está llamado por la Constitución a controlar al Poder 
Ejecutivo, pide información reservada o confidencial. 
Aquí el Gobierno ha puesto en práctica lo que en 
otras ocasiones han dicho Legisladores del oficialis- 
mo. Hace poco, cuando hablamos sobre algunas mo- 
dificaciones a la ley de acceso a la información públi- 
ca, algún Legislador del oficialismo con buen criterio 
y acierto dijo en el Senado que cuando el Parlamento 
pide información reservada o confidencial, el Gobier- 
no se la da. Eso fue una opinión y lo de hoy es un he- 
cho que va por ese camino. Creo que es positivo; hay 
que señalarlo, porque nos sitúa a todos en el camino 
correcto en esta materia. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Legislador. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Señor Presidente: nueva- 
mente tengo que decir que en estas sesiones de ve- 
rano de la Comisión Permanente, es bueno lo que ha 
hecho el señor Legislador Lacalle Herrera en cuanto 
a convocar a quienes tienen autoridad para opinar 
sobre los temas, para que informen en el máximo 
ámbito posible de transparencia, ya que tenemos la 
versión taquigráfica y la prensa permanentemente en 
Sala, sobre dos episodios importantes. Uno de ellos 
ha conmovido a la opinión pública y otro ha tenido 
su relativa relevancia a pesar de que no sé las razo- 
nes por las que se resolvió dejar la consideración de 
la ampliación de la sede del Banco de la República 
en la Ciudad Vieja para el próximo Gobierno y, por 
consiguiente, para los próximos jerarcas de la Admi- 
nistración Pública. 


Sobre este tema no tengo una opinión formada. 
Sin embargo, debo decir que a mi lado está el señor 
Legislador Asti, que es especialista en materia de fi- 
nanzas, que me ha informado -—lástima que no pue- 
de intervenir porque no integra la Comisión Per- 
manente- que hay razones desde el punto de vista 
técnico que son opinables para que la Dirección 
General Impositiva actuara de la forma que lo hizo. 
También son claras las razones por las que se deci- 
dió resolver el tema en el seno del Poder Ejecutivo. 
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Evidentemente, no creo que este asunto concluya 
con esta discusión que hemos tenido en el día de 
hoy, porque hay actores que tienen mucha presen- 
cia en la opinión pública y hay nuevos episodios que 
vinculan al señor Casal con temas de actualidad, a 
pesar de que no tienen nada que ver con esto. O sea 
que este no es el tema. Asimismo, quiero decir que 
las explicaciones que ha dado el señor Ministro son 
concluyentes. 


Por otra parte, quiero referirme al segundo asunto 
que tiene que ver con el Banco de la República. Ten- 
go algunos informes y creo que las explicaciones que 
ha dado el Ministro son absolutamente claras. Ade- 
más, disponemos de información que amplía los de- 
talles. No obstante, la discusión sobre la ampliación 
del Banco de la República va a salir del debate polí- 
tico en este año, en la medida en que estará sujeto a 
los jerarcas que asuman en la Administración Pública 
luego de las elecciones nacionales. 


En este tema está presente el Director del Banco, 
que ha sido mencionado en múltiples ocasiones 
en las sesiones del Senado, sobre todo por el caso 
Pluna y nuevamente ha estado en la discusión en el 
día de hoy. Esto hace que el señor Calloia sea parte 
del show —uso la palabra con absoluta convicción 
de que es correcta— que se ha querido montar en 
algunos casos con relación a Pluna y a la eventual 
ampliación de la sede del Banco de la República de 
la Ciudad Vieja. 


En ese sentido, quiero dar algunos datos de 
algo que nunca se ha hablado: lo que ha hecho 
el señor Calloia en el Banco de la República. 
Esta institución posee los mejores indicadores de 
rentabilidad, solvencia y eficiencia del sistema 
bancario uruguayo y por ese motivo es premiada 
anualmente como el mejor banco del Uruguay. En el 
año 2003 recibió dos distinciones como mejor banco 
del Uruguay y en 2013 el 84 % de los uruguayos 
opinó que el Banco de la República, dirigido por el 
señor Calloia, es el mejor banco del Uruguay. Se 
trata de una encuesta realizada por la empresa 
Factum. El patrimonio del Banco de la República en 
diciembre de 2013 era de US$ 1.217:000.000 frente 
a los US$ 324:000.000 de diciembre de 2004. Este 
importe es apenas inferior al del conjunto de los 
bancos privados uruguayos que, sumados, poseen 
un patrimonio de US$ 1.364:000.000. La cantidad 
de clientes del Banco de la República ha crecido 
exponencialmente en los últimos años. Los clientes 
de depósito pasaron de 480.000 en 2005 a 998.000 
en 2013, y los clientes de crédito pasaron de 306.000 
a 410.000 en el mismo período. Mientras tanto, 
los funcionarios pasaron de 3.453 a 4.356, lo que 
significó un aumento de la productividad de 227 a 
323 clientes por funcionario. Asimismo, la utilidad 
en el período que transcurre entre 2005 y 2013 es de 
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US$ 1.305:000.000, y en el último año la utilidad fue 
de US$ 290:000.000. El aporte a Rentas Generales, 
impuestos a la renta y al patrimonio, distribución de 
utilidades y aportes al Fondes en los nueve años que 
van de 2005 a 2013 alcanzó a US$ 1.400:000.000. 
Por concepto de Impuesto a la Renta se aportaron 
US$ 490:000.000; por Impuesto al Patrimonio 
la suma de US$ 228:000.000; por contribución a 
rentas generales la suma de US$ 531:000.000, y por 
contribución al Fondes US$ 151:000.000. Esta cifra 
contrasta totalmente con la contribución del Banco 
República en los veinte años que van desde 1985 a 
2004 que, por todos los conceptos anteriores, aportó 
un total de apenas US$ 80:000.000. 


Según una estadística que tengo, el saldo de co- 
locaciones del año 2005 fue de US$ 1.830:000.000, 
y en el año 2013 fue de US$ 5.073:000.000, y 
el saldo de depósitos que en el año 2005 fue de 
US$ 6.625:000.000 pasó a US$ 12.687:000.000 en 
el año 2013. 


Creo que hay razones técnicas para recuperar 
ese espacio ya que la primera visión que tienen 
los ciudadanos internacionales que llegan en los 
cruceros de la ciudad de Montevideo es esa zona 
totalmente destruida, en la cual hay edificios 
históricos que se conservarían. Algunos están más 
o menos conservados, como el Museo del Sitio, que 
permanecerá en su ubicación actual, es decir en la 
Aduana de Rivera, cuya entrada es la calle Zabala 
1583. Ambas construcciones son de particular 
importancia ya que fueron los primeros edificios 
levantados en Montevideo. Es de recalcar que 
existen solo cuatro Atarazanas en el mundo: la de 
Barcelona, la de Sevilla, la de Santo Domingo y la de 
Montevideo, que serán preservadas como patrimonio 
histórico. Además, están los datos de que el Banco 
República, con motivo del aumento de actividades, 
ha tenido que alquilar muchos locales en la Ciudad 
Vieja, con toda la pérdida de funcionalidad que ello 
tiene al estar dispersos en distintos lugares. El Banco 
se concentraría en esas construcciones, y con el 
aumento de la productividad habría razones más que 
suficientes para que en un período de cuatro años — 
que es el período para amortizar la obra— se financiara 
y pasaría a enriquecer el patrimonio histórico del 
país en una zona que, reitero, es la primera gran 
vidriera que los visitantes, que llegan por miles en los 
cruceros, tienen de la ciudad de Montevideo. 


Creo que la actuación del señor Calloia, que ha 
despertado tanto apasionamiento en distintas oca- 
siones, hoy no lo ha hecho. Pienso que el señor Le- 
gislador Lacalle Herrera estuvo prudente —por así 
decirlo-, adecuado; le aclararon por qué no vino y 
se aguantó en el molde. No sé si dirá algo más en 
el futuro, pero creo que lo tomó con tranquilidad y 
me parece bien, porque ¡vaya si el tema de Calloia 
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fue poco menos que incendiario en las sesiones del 
Senado! 


Felizmente creo que ha quedado claro, como lo 
expuso el señor Presidente de la Comisión Perma- 
nente y lo complementó el Legislador Semproni, que 
se actuó de forma absolutamente correcta; que el Mi- 
nistro tiene la facultad pero no la obligación de hacer- 
lo, y que las explicaciones que ha dado sobre ambos 
temas han sido absolutamente convincentes. 


Termino felicitando al señor Legislador Lacalle 
Herrera por haber tomado la iniciativa de solicitar 
esta convocatoria porque le hace bien al país y al sis- 
tema político que los temas sean conocidos en toda su 
amplitud en este ámbito, que es el más jerarquizado 
que tiene el Poder Legislativo uruguayo. 


SEÑOR POSADA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Legislador Posada. 


SEÑORPOSADA.-SeñorPresidente: noscomplace 
que se haya realizado esta convocatoria. Nos parece 
que con respecto al tratamiento que había tenido este 
tema en los medios de comunicación, la información 
aportada por el señor Ministro Bergara, realizando 
una descripción pormenorizada de cuál había sido 
la actuación del Poder Ejecutivo en particular y, 
eventualmente también de la Dirección General 
Impositiva, introduce elementos que nos permiten 
situarnos y establecer un juicio de valor sobre lo que 
ha sido, en este caso, la actuación del Estado. Es allí 
donde se nos generan las preocupaciones porque, 
si atendemos a los fundamentos, particularmente 
a los dictámenes de los Fiscales de Gobierno, que 
han dado razón al Poder Ejecutivo para llegar a 
tomar una determinación como la que fue aprobada 
condicionada, claro está, a que no hubiera reclamos 
respecto a la actuación del Estado-, diría que allí hay 
un hecho muy grave y que, en todo caso, sobre ese 
hecho se tiene que tomar otro tipo de determinaciones 
que vayan en el sentido de establecer garantías para 
todos los contribuyentes, porque en este caso se 
da la particular situación de que el contribuyente 
sobre el cual se había establecido, en primer lugar, 
un pedido de procesamiento —porque hay una 
denuncia penal- por defraudación y, posteriormente, 
la cuantificación y la determinación de tributos 
adeudados, ha tenido la posibilidad, desde el punto 
de vista económico, de recurrir al asesoramiento 
para controvertir los argumentos expresados por la 
administración tributaria. Ese hecho me parece que 
no es menor porque, si el Poder Ejecutivo tiene razón 
al tomar esta determinación, deja dudas de cuáles 
son los procedimientos sobre los que se determina 
por parte de la administración tributaria los adeudos 
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de tributos y cuáles son las garantías que se dan al 
contribuyente en ese sentido. 


Por lo tanto -me parece que es una tarea que de- 
bería abordar el Ministerio de Economía y Finanzas-, 
con respecto a las actuaciones de los inspectores de 
la Dirección General Impositiva —creo que la valora- 
ción también es extensible a la Dirección Nacional de 
Aduanas- debería existir un protocolo de actuación, 
un protocolo que sea público y de conocimiento de 
los propios contribuyentes, porque es la forma de que 
todos los contribuyentes tengan la garantía de que se 
ha cumplido efectivamente con los procedimientos 
establecidos por parte de la administración tributaria 
a los efectos de establecer la actividad inspectiva y 
después, eventualmente, la determinación de los tri- 
butos adeudados. 


Estos aspectos son los que dejan a la luz toda esta 
situación que, por cierto, la conocemos en función 
de este planteo que ha hecho el señor Legislador 
Lacalle Herrera. Pero me parece que en este tema, 
si queremos dar garantías a todos los contribuyentes, 
debemos empezar por establecer, con transparencia 
pública, cuáles son los protocolos de actuación a 
los cuales deben ceñirse los inspectores actuantes 
y cuáles son los criterios que se toman en cuenta 
a los efectos de la determinación de los tributos. 
Considero que eso hace a la transparencia de una 
gestión. La administración tributaria tiene una 
actividad que es particularmente compleja y que 
no necesariamente debe desvirtuarse. Lo que acá 
queda en cuestión, dando vueltas, es que muchas 
veces se actúa arbitrariamente, y me parece que el 
Estado debe ser el primero en dar las garantías en 
ese sentido. 


Asimismo, creo que han sido de recibo los funda- 
mentos que se han dado con respecto a la amplia- 
ción del edificio del Banco República. Es un tema que 
también ha recibido cuestionamientos en el ámbito 
público, pero me parece que existen razones que 
abonan la posibilidad de tomar una decisión en ese 
sentido. 


Por otra parte, quiero sumarme a las expresiones 
que hacía el señor Legislador Pasquet. Me parece 
realmente un acto de particular relevancia la actitud 
que ha tomado en el día de hoy el Ministro de Econo- 
mía y Finanzas con relación a poner en conocimiento, 
en este caso de un Legislador, del señor Legislador 
Lacalle Herrera, aquellos aspectos que estaban de- 
clarados como reservados. Me parece que este hecho 
que se ha señalado sobre la actuación en el día de hoy 
no es menor, sobre todo porque debería ser un prece- 
dente en la actuación del Poder Ejecutivo hacia el fu- 
turo. Es notorio que en estos días el Poder Ejecutivo 
firmará contratos que tendrán cláusulas reservadas. 
En ese sentido, me parece que es fundamental que se 
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arbitre en el ámbito del Parlamento de la República la 
forma en que los distintos partidos políticos podemos 
conocer los compromisos que se asumen en forma 
reservada. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR LACALLE HERRERA.- ¡Apoyado! 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con el méto- 
do establecido, pasamos a las dos intervenciones de 
cierre: la del señor Legislador convocante y la del se- 
ñor Ministro de Economía y Finanzas. 


Tiene la palabra el señor Legislador Lacalle 
Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señor Presiden- 
te: voy a redondear y manifestar nuestras opiniones a 
partir de la sesión del día de hoy. 


En primer lugar, la decisión que se adoptó fue 
condicionada. No estuvo basada solamente en las ra- 
zones de mérito jurídico, sino que estuvo condicio- 
nada en una transacción. No se actuó de esa manera 
porque era lo correcto, sino cumpliendo parte de un 
pacto con el ciudadano investigado por el fisco. 


En segundo término, no me cabe duda de que 
esta persona, Francisco Casal, fue perseguida por 
la Administración. Surge claramente que solo 
existían muy tenues indicios de los errores o faltas 
de carácter fiscal. Vemos que hubo retroactividades 
cuando están prohibidas y que se calcularon mal los 
tiempos de prescripción. ¡Claro! ¡Después se baja de 
cien a diez, como diciendo que no era para tanto! Acá 
hubo una actuación que no nos gusta por parte de 
la Administración. Esperamos que sea nada más que 
un mal momento de la administración fiscal porque 
es un arma política y puede ser terrible si se está 
dispuesto a utilizarla con intencionalidad, tal como 
parece surgir de este trámite tan distinto a los demás. 


El Presidente Calloia no es alérgico al Palacio 
Legislativo; lo es solo respecto del Senado, porque 
hace poco vino a una Comisión de la Cámara de 
Representantes. Por lo tanto, no le gusta comparecer 
ante la mitad del Poder Legislativo. Como el propio 
Ministro dijo —nosotros teníamos versiones de prensa 
al respecto-, negoció con el Presidente Mujica, es 
decir, las dos potencias. No hay duda de que son los 
dos cargos más importantes del Uruguay: Presidente 
de la República y Presidente “del” República. Esto 
dicho sin ironía, que no es lo mío: son los dos cargos 
más importantes del país. Él negoció —lo dijeron los 
diarios y ahora lo dice el Ministro- acerca del edificio 
ya que la palabra torre se mezcló ahí y pido excusas; 
los señores del Gobierno estaban muy preocupados 
por eso; podemos decir que no es torre sino alfil- con 
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el Presidente de la República. Y yo digo: ¡ese sí que 
es un hombre poderoso! No lo ha movido del cargo 
la senadora Topolansky ni todos los que dijeron que 
ya estaba renunciando. El individuo se ató al mástil 
y se hundirá con el barco, pero no se baja. ¡Eso es 
poder! ¡Eso es poder! i¡Negoció con el Presidente 
de la República, de igual a igual! No conozco los 
términos de la negociación, pero se le concedió que 
al final de este período o a fines de este año empiece 
la tal obra arquitectónica, igual que la del Cilindro. 
Ahora estamos en esos temas inmobiliarios de los 
entes autónomos porque, iclaro!, si toman a todos 
los empleados del Bandes, no van a caber ni en dos 
edificios más... 


Han estado acertados los señores Legisladores 
Pasquet y Posada al decir algo que es cierto: la oferta 
del Ministro en cuanto a ofrecer ciertos datos la va- 
loramos en su debida medida; la valoramos. El señor 
Legislador Posada ha visto un poco más lejos: ¡ojalá 
tengamos lo mismo del contrato de Aratirí, que viene 
entre gallos y medianoche avanzando, lleno de irre- 
gularidades! Esperamos que el Ministro del ramo, es 
decir el Ministro de Industria, Energía y Minería, ten- 
ga la misma actitud. También el Ministro de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que ha 
quedado al costado de todos estos episodios. 


De todas maneras, soy bastante viejo como para 
entender los peligros que puede acarrear —dicho en 
términos criollos que el señor Ministro va a enten- 
der— meter la mano en la canga. Yo estoy arisco para 
meter la mano en la canga. Macaco viejo prefiere 
quedarse sin los datos, porque después aparecen y se 
dedican a criticar al macaco. Que quede claro que no 
tengo los datos ni los quiero tener. Los tiene el señor 
Presidente del Cuerpo, que es el único que los cono- 
ce. Que quede bien claro, porque las brujas existen. 


Termino acá. Creo que se han esclarecido algunos 
puntos y que se han confirmado otros, no buenos. En 
definitiva, a todos nos servirá para ir pasando raya a 
este Gobierno que, por suerte, se va a terminar. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para la intervención de 
cierre, tiene la palabra el señor Ministro de Economía 
y Finanzas. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINAN- 
ZAS.- Señor Presidente: con el espíritu de esclareci- 
miento y de transparencia que ha caracterizado esta 
comparecencia, me voy a permitir hacer tres o cua- 
tro puntualizaciones, por aquello de que el que calla, 
otorga. 


(Interrupción del señor Legislador Lacalle Herrera). 
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También: el que explica, complica, sobre todo con 
respecto a las acciones de la Dirección General Impo- 
sitiva, al principio de igualdad, etcétera. 


Obviamente, la “saliencia” de este caso quizás 
pueda hacer pensar que la DGI ha tomado iniciativa 
en el terreno administrativo y de la justicia penal 
en la demanda de defraudación solamente en este 
caso. Eso no es así. Sistemáticamente la DGI actúa 
en esa dirección con contribuyentes de todo tipo y 
color y de todo tamaño, en sede administrativa o en 
sede penal. A veces las cosas se resuelven a favor de 
la DGI y, otras, en su contra. Queremos aclarar que 
el principio de igualdad es uno de los principios que 
guía la acción de la Administración. En las interven- 
ciones de los Legisladores a veces nos queda la duda 
de si el énfasis está en la percepción de que se quiso 
perjudicar a un contribuyente o de que se lo quiso 
favorecer. No nos queda del todo claro dónde está 
el énfasis, porque de a ratos se va hacia un lado y 
de a ratos hacia el otro. Pero aquí —reitero— se actuó 
siguiendo el principio de igualdad, basándonos en 
la información que durante todo el proceso se fue 
manejando. 


El señor Legislador Abdala se refirió a la fragilidad 
de los fundamentos en la toma de decisiones. Obvia- 
mente, él puede opinar que los informes son frágiles, 
principalmente, los de los Fiscales de Gobierno, en 
los que se basa la decisión. No obstante ello, con res- 
pecto a los dictámenes de los doctores "Toma y Borre- 
lli, quiero hacer la siguiente precisión. 


El dictamen del doctor Toma se concentraba, bási- 
camente, en el hecho de la no existencia de defrauda- 
ción —de la cual, sin manejar números por las razones 
que ya adujimos, surgía la inmensa mayoría del mon- 
to demandado por concepto de multa- y en el plazo 
de prescripción, si correspondían diez o cinco años. 
Sin embargo, se mantenía la tónica de que había una 
deuda desde el punto de vista tributario. También 
aquí quiero hacer un paréntesis para despejar dudas. 


En ningún momento el Estado renunció a to- 
mar decisiones; no se delegó en ningún consultor 
externo ni la definición de una deuda tributaria ni 
la definición de ninguna resolución al respecto. Es 
más: la resolución que se toma no se hace sobre la 
base de las recomendaciones o el análisis que hizo 
el consultor externo, sino de los análisis que hicie- 
ron los Fiscales de Gobierno —-que obviamente per- 
tenecen al aparato estatal- y, primordialmente, del 
dictamen del Fiscal de Gobierno de Primer Turno, 
doctor Daniel Borrelli que, como bien decía el se- 
ñor Legislador convocante, merece todo el respeto y 
consideración. Recordemos que, además, ha reves- 
tido en los cuerpos ministeriales en ocasión del Go- 
bierno del Partido Colorado. Por tanto, difícilmente 
pueda sospecharse que el doctor Borrelli pudiera 
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hacer algún tipo de conspiración para perjudicar o 
favorecer a algún contribuyente. 


El Estado, por tanto, no renunció a tomar decisio- 
nes, que estamos aquí para responder, precisamente, 
con referencia a resoluciones que tomó el Director 
General de Rentas, el Ministerio de Economía y Fi- 
nanzas, y el Poder Ejecutivo en lo que le correspondía 
a cada uno de ellos. 


Por lo tanto, quiero despejar dudas con respecto 
a cuál es el ámbito en el que se toman las decisiones. 
Obviamente, hay que tomarlas con la información 
que va surgiendo, y con el asesoramiento adecua- 
do. Entre la situación inicial de la demanda a pasar 
a considerar, por ejemplo, que la defraudación no 
correspondía —entre otras cosas—, medió una reso- 
lución judicial en el terreno penal, negando la razón 
a la Dirección General Impositiva con respecto al 
tema de la defraudación. Sería absolutamente ilógi- 
co no considerar en el proceso, que un Juez Penal 
-en particular el del Juzgado Letrado en lo Penal 
de 17. Turno- había desestimado la denuncia de la 
Dirección General Impositiva por defraudación, ya 
en el año 2009. 


Por tanto, reitero: el proceso que fue descrito tie- 
ne esa lógica de ir incorporando la información que 
se fue dando desde el año 2008; el Estado tomó sus 
responsabilidades en el caso y, primordialmente —en 
esto se basan los considerandos de la propia resolu- 
ción del Poder Ejecutivo- es el dictamen del doctor 
Borrelli el que sustancia el hecho de que no solamen- 
te no había defraudación —cosa que ya había sido di- 
cho por un Juez Penal- sino que además el plazo de 
prescripción debía de ser de cinco y no de diez años, 
lo que ya había sido dicho por el Fiscal de Gobierno, 
doctor Miguel Toma. Y agrega el hecho de que las ac- 
tividades del Grupo Casal no debían ser gravadas por 
el Impuesto a la Renta de Industria y Comerio y, por 
lo tanto, tampoco se extendían al IVA ni al Impuesto 
al Patrimonio. 


Sobre opiniones diversas que se han vertido aquí, 
creo que no vale la pena hacer mayores comentarios. 
Inclusive, con respecto a citas de comparecencias 
judiciales, nosotros partimos de la base de que las 
comparecencias judiciales no son de conocimiento 
público y que, por lo tanto, no podríamos comentar 
al respecto. 


Quiero reafirmar también una cuestión que qui- 
zás no quedó del todo clara, con referencia a una 
alusión del señor Legislador Abdala respecto a posi- 
bles evasivas para explicar la situación del contador 
Nelson Hernández. Yo creo que todos los Gobiernos 
—por lo menos desde la recuperación democrática— 
nombraron nuevos Directores Generales de Renta. 
En ese proceso natural de nombramiento, el con- 


996-C.P 


tador Nelson Hernández dejó de ser el Director de 
Rentas, reitero, de manera absolutamente natural. 
No hay nada asociado al caso que estamos discu- 
tiendo; no hay ningún elemento ni de remoción con 
tinte sancionatorio ni nada por el estilo. De hecho, 
el contador Hernández sigue revistiendo en los cua- 
dros de la Administración. 


Tomando la referencia que el señor Legislador 
Pasquet hacía con respecto a si antes había o no into- 
cables, quiero reivindicar que el nuevo sistema tribu- 
tario, la reforma tributaria, ha introducido, como ob- 
jeto de gravámenes, rentas que antes eran intocables. 
Las disquisiciones sobre algunas de las rentas que 
estaban involucradas —por ejemplo, en el caso Casal 
si correspondían o no el pago del Impuesto a la Renta 
de Industria y Comercio, el viejo IRIC-, están fuera 
de discusión para el nuevo esquema tributario que 
se aprobó a partir del año 2007. No hay duda de que 
ahora todas las rentas —las que antes se tocaban y las 
que antes no se tocaban- están ahora comprendidas 
para pagar tributos, ya sea en lo que corresponda al 
Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, al Im- 
puesto a la Renta de No Residentes o al Impuesto a 
la Renta de las Actividades Económicas. O sea que 
desde el punto de vista de la situación anterior y pos- 
terior a la reforma tributaria, no tenemos dudas de 
que ahora no hay rentas intocables como sí las había 
en el pasado. 


SEÑOR PASQUET.- ¿Me permite una interrup- 
ción? 

SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINAN- 
ZAS.- Sí, señor Legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Legislador. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: el señor 
Ministro de Economía y Finanzas, que es un hom- 
bre inteligente, sabe perfectamente que yo no me 
refería a la intangibilidad resultante de normas ju- 
rídicas que declarasen materia gravada a una o no 
gravada a otra. Era a otras intangibilidades a lo que 
yo me refería, y no las había antes, como lo demues- 
tra todo este episodio que concluyó en la forma en 
que concluyó. 


Muchas gracias, señor Ministro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINAN- 
ZAS.- Señor Presidente: simplemente hice la aclara- 
ción de que no son solo rentas intangibles. El mismo 
grupo de contribuyentes a los cuales hace referencia 
esta convocatoria hoy pagan los impuestos que co- 
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rresponden, ya sea por IRPF, por Impuesto a la Renta 
a los No Residentes o por IRAE. O sea que no me 
refiero solo a rentas intangibles, sino también a las 
personas físicas y jurídicas con respecto a las cuales 
estamos compareciendo en el día de hoy. 


Reitero la disposición a realizar todas las aclara- 
ciones sobre este y todos los temas que el Cuerpo 
legislativo requiera. Creo que estas son instancias 
útiles, que contribuyen a la transparencia y, por lo 
tanto, a la democracia en el país. 


Quedo a las órdenes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos culminado el tra- 
tamiento del primer punto del Orden del Día. 


Agradecemos la visita del señor Ministro de Eco- 
nomía y Finanzas y sus asesores. 


(Se retiran de Sala el señor Ministro de Economía 
y Finanzas y asesores). 


10) INFORME DE LA COMISIÓN ESPECIAL 
PARA EL ESTUDIO DE LAS VENIAS DE 
DESTITUCIÓN DE LA COMISIÓN PERMA- 
NENTE RELACIONADO CON LA SOLICI- 
TUD DE VENIA DEL PODER EJECUTIVO 
PARA DESTITUIR DE SU CARGO A UN FUN- 
CIONARIO DEL MINISTERIO DE INDUS- 
TRIA, ENERGÍA Y MINERÍA, A UN FUNCIO- 
NARIO DEL MINISTERIO DE GANADERÍA, 
AGRICULTURA Y PESCA Y A UN FUNCIO- 
NARIO DEL MINISTERIO DE TRANSPORTE 
Y OBRAS PÚBLICAS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde considerar 
en sesión secreta el informe de la Comisión Espe- 
cial para el estudio de las Venias de Destitución de la 
Comisión Permanente relacionado con la solicitud de 
venia del Poder Ejecutivo para destituir de su cargo a 
un funcionario del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería, a un funcionario del Ministerio de Ganade- 
ría, Agricultura y Pesca y a un funcionario del Minis- 
terio de Transporte y Obras Públicas. 


Se pasa a sesión secreta. 

(Es la hora 13 y 32). 

—Continúa la sesión pública. 

(Es la hora 13 y 44). 

—Dese cuenta de lo resuelto en la sesión secreta. 


(Se lee:) 
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“La Comisión Permanente, actuando en sesión se- 11) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 
creta, concedió al Poder Ejecutivo las venias corres- 
pondientes para destituir de su cargo a un funcio- SEÑOR PRESIDENTES No habiendo mástisuñe 


nario del Ministerio de Industria, Energía y Minería, 
a un funcionario del Ministerio de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca, y a un funcionario del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas”. (Es la hora 13 y 45). 


tos a considerar, se levanta la sesión. 


ERNESTO AGAZZI 
Presidente 


Gustavo Sánchez Piñeiro 
Secretario 


José Pedro Montero 
Secretario 


Julio Míguez 
Director del Cuerpo de Taquígrafos 
de la Cámara de Representantes 


Corrección y Control 
División Diario de Sesiones del Senado 


Armado e Impreso 
División Imprenta del Senado 


